
CONFERENCIA:

DESARROLLO RURAL Y DEMANDAS ÉTNICAS EN
AMÉRICA LATINA: REFLEXIONES DESDE LA
EXPERIENCIA DE LOS ANDES DEL ECUADOR'

Conferenciante:
V'zctor Bretón Solo de 7aldívar
Universidad de Lleida
Investigador asociado a FLACSO/sede Ecuador

A lo largo del último cuarto de siglo, la evolución de los
movimientos sociales de las áreas rurales de América Latina ha
experimentado un giro de ciento ochenta grados con respecto
a lo que venía siendo habitual, al menos, desde la década de
los años cuarenta. En aquellos países caracterizados por la pre-
sencia de contingentes importantes de población indígena se
constata, en efecto, un cambio en los planteamientos y en los
discursos, así como una redefinición de los propios actores
sociales: frente a las tradicionales reivindicaciones de clase, que
aglutinaban y eran capaces de movilizar a buena parte de la

^ Gste texto constituye una versión modificada del primer capítulo de un libro que, bajo
el título de G'aoheracián a[ desnrro!!a y demandar étnicns m[os Andes ecunlorianas, fue recientemen-
te publicado por PL.ACSO / sede L•:cuador (agosto de 2001). Dicho libro es resultado de un
proyecto dc invcstigación sobre las relacioncs existentes entre los paradigmas del desarrollo
rural y la emergencia y consolidación de Ias rcivindicaciones étnicas en los Andes del
Ecuador cuya matcrialización fuc posible gracias al convenio de colaboración suscrito entre
la Univcrsidad de IJcida (Gspaña) y la Pacultad Latinoamericana de Ciencias Sociales /
sede Gcuador, a la cual cl autor se integró durante un aito en calidad de investigador aso-
ciado.
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población rural (fundamentalmente a pequeños campesinos y
a obreros agrícolas sin tierra) en base a un discurso que solía
girar alrededor de la demanda del reparto agrario, de los
setenta en adelante asistimos a la consolidación y desarrollo de
un nuevo discurso que, con tanta o más capacidad de convo-
catoria que el anterior, pivota sobre la etnicidad. Con esto no
queremos decir, quede claro, que las reivindicaciones propia-
mente clasistas no estén hoy presentes en las agendas de los
movimientos sociales, pues es evidente que sí lo están. Hay que
remarcar, sin embargo, que lo verdaderamente novedoso es
que el paraguas aglutinador que da organicidad y coherencia
a muchos de esos movimientos no es ya la identidad propia-
mente de clase sino la identidad étnica. En países como México
y Guatemala en Mesoamérica o Ecuador, Perú y Bolivia en el
área andina, muchas de las organizaciones que hasta hace
relativamente poco tiempo planteaban demandas sociales y
económicas en nombre de su condición campesina han desa-
parecido, se han transformado o han perdido fuerza. El hueco
dejado por ellas ha sido sin embargo rápidamente cubierto por
nuevas plataformas organizativas que, bajo la bandera de la
indianidad, han incluido junto a las tradicionales reivindicacio-
nes de clase demandas derivadas de su condición de pueblos
indí^enas: el derecho a la diferencia, la exigencia del reconoci-
miento de la naturaleza pluriétnica, pluricultural y plurilingiie
de los respectivos estados2; y como consecuencia de estos plan-
teamientos de carácter general, otras de carácter más específi-
co, tales como la transferencia y financiación de programas de
educación intercultural bilingiie o la titularidad y la gestión de

' Lo quc ha pasado a denominarse como ciudadanía étnica: 'TI derecho a la diferen-

cia que se expresa en la noción dc 'ciudadanía étnicá es una novedad indígena en América

del Sur. (...) Pcro su importancia es mayor porque cuestiona la homogeneidad-igualdad pro-

puesta por cl proyccto civilizatorio occidental desdc la célebre ^eclaración de los derechos

dcl hombre y dcl ciudadano' de la revolución franccsa. Gn efecto, desde 17II9, la'igualdad'

cs un ideal para homogeneizar el mundo, para borrar las diferencias, para que todos nos

parezcamos. tA quién? AI modelo occidcntal propuesto como'superior' y'mejór. Desde las

sch^as tropicales de América surgc una voz que cuestiona el ideal de la igualdad, para res-

tringirlo a un conjunto dc dcrcchos como el dc la vida, cl trabajo, la salud, la organización,

y quc reclama un cspacio pleno para que las diferencias IingOísticas y culturales se exprc-

sen librcmente. Ld lucha contra la desigualdad económica no debe scr confundida con la

política de homogeneización que quiere acabar con las difercncia ŝ' (Montoya 1995, 74).
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los territorios habitados secularmente por pueblos amerindios,
esta última especialmente intensa en aquellos países con parte
de su territorio ubicado en la cuenca amazónica.

Hay dos aspectos de todo este proceso que nos parece
importante remarcar aquí. El primero es la condición rural de
una parte importante de sus protagonistas. El grueso de la
población indígena de América Latina continúa viviendo en
áreas rurales, y eso a pesar de la magnitud que en algunos
casos ha adquirido la migración campo-ciudad (megalópolis
como México, Lima o Bogotá serían buenos ejemplos3) y a
pesar también de que muchos indígenas, aún siendo rurales, o
no son ya campesinos o practican una suerte de agricultura a
tiempo parcial, complementando los ingresos obtenidos a tra-
vés de la actividad agraria con otro tipo de ocupaciones (arte-
sanías, sector de la construcción, migración temporal a los cen-
tros urbanos, etc.). El segundo aspecto a que queríamos hacer
mención es el del momento en que se ha producido el cambio
de discurso y la redefinición de los actores sociales de campesi-
nos a indígenas: tras un proceso importante (en unos países más
intenso que en otros, ciertamente) de mutación de sus estruc-
turas agrarias. Después de varios decenios de reformas agra-
rias, de difusión de la revolución verde y de intentos más o
menos exitosos de fomentar la industrialización de la región a
base de la substitución de importaciones, lo cierto es que el
paisaje rural de la América Latina de los años ochenta y
noventa tenía ya poco que ver con lo que fuera anteriormen-
te: las haciendas tradicionales habían desaparecido (muchas de
ellas transformándose en modernas y eficientes explotaciones
altamente capitalizadas), y las economías indígeno-campesinas
se habían mercantilizado e insertado definitivamente en los
mercados regionales y nacionales, pauperizándose en su mayor
parte' En ese proceso, muchos de los elementos antaño carac-
terísticos de esas economías (fórmas de gestión comunal de
determinados recursos, redes de solidaridad basadas en el

y La pr^sencia indígena cn las grandes ciudades ecuatorianas fue someramente anali-

zada -acaso por vez primera- en Carrasco (1991), Naranjo (1991) y Villavicencio (1991).

' Sobre la importancia dc las reformas agrarias como elementos dinamizadores dcl

cambio de las sociedades rurales latinoamericanas, son interesantes, entre otros muchos, los
trabajos dc síntesis crítica de Dorner (1992), Kay (199^, 1998) y"rhiesenhusen (1989).
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parentesco, etc.) o bien desaparecieron o bien cambiaron a fin
de adaptarse a la nueva coyuntura. Paradójicamente, cobraron
una importancia muy notable desde el punto de vista de la
estructura del discurso indígena aspectos tales como la comuni-
dad, en franca decadecia como fórmula de organización social
del trabajo agrícola, pero punto de referencia clave en la cons-
trucción de la identidad étnica promovida, entre otros, por los
movimientos indianistas andinoss.

Dilucidar la naturaleza de la relación existente entre esos
dos grandes tipos de fenómenos -las transformaciones socioe-
conómicas de las áreas rurales y el surgimiento y consolidación
de nuevos movimientos sociales vertebrados en torno a la iden-
tidad étnica- será, pues, el principal objeto de este ensayo.
Pretendemos ofrecer, desde el campo más específico de las con-
cepciones de la ruralidad -aunque estrechamente vinculadas,
obviamente, con el devenir general de las formaciones sociales
latinoamericanas- una reflexión sobre las imágenes en torno a
la homogeneidad/diversidad cultural emanadas de cada uno
de los paradigmas que se han ido sucediendo desde mediados
del siglo XX de eso que convencionalmente englobamos bajo
el nombre de desarrollo. Incidiendo especialmente en el caso de
los Andes del Ecuador^, nos interesa remarcar de qué modo,
tras la quiebra de unos patrones desarrollistas homogeneizan-
tes -cuya máxima expresión acaso sean la reforma agraria y
las prácticas indigenistas de todo tipo-, la emergencia del para-
digma neoliberal y la llegada masiva de nuevos agentes y nue-
vos actores en la escena nacional -tales como las organizacio-
nes no gubernamentales (ONGs}- ha facilitado (zpromovido?)
el florecimiento de las demandas étnicas y la visibilización de
la diferencia en el fin del milenio. En base a ello, y tras revi-
sar someramente las peculiaridades del movimiento indígena
ecuatoriano, proponemos explorar algunos de los procesos que
han confluido históricamente en su conformación, a saber: los
límites de las políticas indigenistas y de un determinado mode-

' 1'ara el caso ecuatoriano, ver Bretón ( 1997) y F'igueroa ( 1997).

^ Puc la formación como agrarista del autor, y no otro tipo de consideraciones, la cir-
cunstancia que detcnninó la clección del área andina como centro de interés de la presen-
tc im^cstigación, amén dc la trascendencia histórica de csa región en la articulación dc la
CONAIL' como plataforma con capacidad de convocatoria y de mo^^lización social.

452



lo de construcción nacional; los resultados asimétricos de las
reformas agrarias; la recurrente incapacidad paradigmática de
la izquierda clásica para abordar la cuestión étnica; la quiebra
del Estado desarrollista y el consiguiente advenimiento del
modelo neoliberal y, con él, la aparición de otros enfoques y
otras formas de intervención sobre el medio rural. La finalidad
no es otra que la de repensar las especificidades del proceso
ecuatoriano; especificidades que han dado como fruto la eclo-
sión -acaso sin equivalente en América Latina- del movimien-
to indígena como un actor social y político recurrente e indis-
pensable en la particular tesitura del último cambio de siglo.

ALGUNAŝ PECULIARIDADES DEL MOVIMIENTO
INDÍGENA ECUATORIANO

Aunque no es el propósito de este trabajo analizar la histo-
ria ni los diferentes discursos que han ido entretejiendo el con-
tenido reivindicativo del movimiento indígena -temas estos
sobre los que ya existe una prolija bibliografia'-, sí nos parece
pertinente dibujar someramente las grandes líneas que lo deli-
mitan. Llama la atención, para empezar, su compleja y pecu-
liar estructura organizátiva: se trata de un movimiento que se
ha ido articulando en forma de pirámide. La base la forma un
tejido de organizaciones locales -conocidas coloquialmente
como "de primer grado" (OPGs) o, simplemente, como "de
base" (OBs}- que se extiende a lo largo y ancho del territorio
(comunidades, cooperativas, asociaciones, etc.). A partir de esa
base, han ido surgiendo toda una pléyade de federaciones u
organizaciones de segundo grado (OSGs), que en teoría aglu-
tinan a un conjunto más o menos amplio de las anteriores.
Este es, continuando con el símil de la pirámide, el segundo
piso, visto desde abajo. Más arriba, encontramos un tercer
grado de andamiaje (OTGs) que suele abarcar el ámbito pro-
vincial. Son federaciones de federaciones; es decir, federacio-

' I'ucden consultarsc, sin ánimo de exhaustividad, Almeida (1992 y 1995); 13ccker (1992

y 1995); Chiriboga (19II6); CONAIG (1989 y 19896); L'spinosa-7xvallos (1975); Paroux

(1988); Gucn^:ro (1995 y 1998); Ibarra Illanez (1987 y 1996); [turraldc (19II I); Lcón (1994);

A4orcno y Figucroa (1992); Ramon (1991 y 1993); Santana (1988 y 1995); "Ibrrcs Galana

(1996); ^Vhittcn (1979 y 1981); Wray (1989). Para una recopilación bibliográlica sclccciona-

da, vcr Guerrcro (2000, 63-75).
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nes de organizaciones de segundo grado (en una misma pro-
vincia puede haber más de una, como en Tungurahua o
Chimborazo, por poner ejemplos representativos). De la unión
de esas organizaciones de tercer grado surgen las tres grandes
plataformas regionales, correspondientes a las zonas naturales
del país: ECUARUNARI en la sierra (Ecuador Runacunapac
Riccharimui / Amanecer del Indio Ecuatmiano), CONFENIAE en el
oriente amazónico (Confederación de Nacionalidades Indígenas de la
Amazonía Ecuatoriana) y COICE en la costa (Confederai^ión de
Organizaciones Indígenas de la Costa Ecuatoyiana). Finalmente, de la
alianza de éstas surgió en 1986 la célebre CONAIE
(Confederación de Nacionalidades Indígenas del Ecuador)e. En conjun-
to, la naturaleza de la organización se ubica muy lejos del tipo
de jerarquización propio de un partido político. Como muy
bien ha descrito Andrés Guerrero, cada institución -dentro del
movimiento indígena-, a más de tener su propio origen,

"despliega su actividad y posee una dinámica inherente, de
acuerdo a estrategias e intereses de los individuos e institucio-
ñes que la constituyen localmente. Por lo demás, cada organi-
zación indígena es autónoma en su acción tanto hacia `sus
comunidades' como hacia `arriba', frente al Estado, los partidos
políticos, las federaciones provinciales o las mismas confedera-
ciones nacionales indígenas (...). Por ejemplo, hay que pensar
la lógica de las estrategias entre las uniones de comunas de
segundo grado y las confederaciones provinciales de tercer
nivel, en una misma región o entre provincias, en términos de
juegos fluidos de antagonismos a1 menos en dos ejes: por un
lado hacia los indígenas en las parroquias, donde cada institu-
ción está en competencia larvada con las demás para captar
audiencia y monopolizar el consenso de los comuneros; por
otro lado, frente al Estado y al sistema político, las organiza-
ciones despliegan estrategias para conseguir recursos materiales

e Todo y que la CONAIE es la organización más represcntativa a nivel nacional -y

quc, como tal, vamos a tomarla como punto de referencia en las páginas que siguen- con-

^^ene no olvidar que no es la única que opera en el país. Junto a ella cocxiste la PENO-

CII^' (I^edcración Nacional de Organizacioncs Campesinas, Indias y Ncgras del I;cuador),

con un discurso todavía hoy más clasista que la CONAIL' y la GE[NE (F'ederación IVacional

de Indígenas Evangélicos dcl F,cuador), aglutinadora en exclusiva de organizacioncs (OPGs

y OSGs) cvangélicas.
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y simbólicos del Estado y los organismos internacionales: entran
en competencia y en antagonismos. (...) Sin embargo, el hecho
de que constituyan un conglomerado de instituciones en poten-
ciales conflictos y relaciones de competencia (...) no impide,
paradójicamente, que en ciertas coyunturas políticas las estrate-
gias de las instituciones confluyan y se den unificaciones
inomentáneas. Así sucede, por ejemplo, en la preparación de los
levantamientos: las organizaciones de segundo y tercer grado
actúan en representación de las comunas, cooperativas y aso-
ciaciones, confluyen en una asamblea (...) convocada por las
confederaciones nacionales (...). Una vez la acción decidida,
cada organización lleva adelante la movilización de la pobla-
ción con sus propios dirigentes (...): convocatoria casa por casa
en cada comunidad, corte de carreteras, cerco de las ciudades,
márchas de protesta, negociaciones con las autoridades del
Estado. Cada organización lo hace en su propio horizonte de
intereses y redes de clientelas en la parroquia, el cantón o la
provincia" (Guerrero 1995, 106-107).

Eso significa, en suma y recapitulando, que cada organiza-
ción que conforma el movimiento es autónoma; que la men-
cionada pirámide constituye un conglomerado de instituciones
potencialmente en conflicto y en relaciones de competencia; y
que se dan unificaciones momentáneas en aras de la capaci-
dad de movilización y de consolidar un margen viable de
negociación con los poderes públicos^. La eficiencia de seme-
jante estructura se ha puesto por sí misma en evidencia tanto
desde el punto de vista de su capacidad de movilización -a la
vista está el seguimiento masivo de los grandes levantamientos
indígenas (básicamente los de 1990 y 1994r, como del de su
capacidad de interlocutar a las máximas instancias del Estado:
la imagen paradigmática es, en este sentido, la del Presidente
de la República -Rodrigo Borja en 1990 y Sixto Durán en

' Sólo desde quc cn 1996 cl mo^^miento decidió asamblcariamente entrar en la liza

clectoral, su brazo político (Pachakutik /\'uevo País), aglutinando además a representantes

de otros sectores sociales, ha ido paulatinamente adoptando una cierta apariencia de parti-

do. Gsa reiterada reticencia histórica a organizarse en panidos políticos de cotte conven-

cional -característica compartida con los demás movimicntos indianistas de América

Iatina- y su preCerencia por los "movimientos", fue explicada ya a cscala con[inental por

^4aric-Chantal Barre (198^, 196-197).
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1994- negociando directamente con los máximos dirigentes de
la CONAIE. En un país como el Ecuador, sin duda, la foto
del Primer Mandatario debatiendo en la misma mesa con los
representantes de los indios -ataviados obviamente como
tales'° -, e incluso la sola presencia de éstos en el Palacio de
Carondelet -símbolo donde los haya de los sistemas de domi-
nación étnica imperantes desde el tiempo de la Colonia-, era
sencillamente impensable apenas unos años antes. Mucho es,
pues, lo que ha cambiado con la emergencia del movimiento
indígena y su conversión en un actor político recurrente e
indispensable en la escena nacional.

No es menos relevante, por último, que esa transformación
se haya operado de la mano de un discurso de fuerte conteni-
do étnico que -heterogéneo, como todo discurso, y funda-
mentado en la reivindicación del derecho a la diferencia-, se
traduce en una serie de objetivos concretos, de entre los que
destacari la construcción de un Estado plural (pluriétnico, plu-
ricultural y plurilingiie); la lucha por la autonomía y el acceso
a la tierra (fundamentalmente en la sierra); y la defensa del
territorio de los pueblos amazónicos, es decir, de la conserva-
ción, el control y el usufructo de unos espacios tradicionales
sobre los cuales garantizar la supervivencia y la reproducción
social". Se trata, como venimos argumentando, de un discur-
so relativamente reciente (no más de un cuarto de siglo) que
ha terminado por desbancar y ubicar en un segundo plano
retórico a las demandas estrictamente clasistas: nos hallamos
así ante un mensaje indianista contrapuesto al del indigenismo
oficial y similar, por lo tanto, al defendido por tantas otras

10 Sarah A. Radclillé (1997), desde la noción de hibridación, ha imerpretado la adop-

ción de "ropa indígena" por parte de los miembros dcl movimiento como un mecanismo
más de resistencia y supcración de las relaciones de dominio. Sobrc la transfonnación del
caráctcr étnico dc los vcstidos, ver también los apuntcs de Carola l.cntz a tenor de su tra-
bajo de campo cn Chitnborazo (2000, 220-226).

" L'n lo que respecta al espinoso tema de las demandas tcrritoriales, siempre recurren-

tcs en las proclamas de la CONA[I:, y partiendo de la base de quc no es igual la situación
del oricnte amazónico que la del área andina, dondc rcalmcnte es dilicil -por no decir qui-
mérico- encontrar árcas gwgrá6cas "étnicamente homogéncas", scría interesante rcElexio-
nar cn torno hasta qué punto y en qué medida podría cxplorarsc la viabilidad para @'.cuador
dc la propucsta zapatista dc "regiones autónomas pluriétnica ŝ '. Véanse, en estc sentido, los
trabajos de 13artolomé (1997) y Díaz-Polanco (1997).
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organizaciones indígenas del continente1z. La diferencia para
con éstas estriba en que la CONAIE probablemente encarne
al movimiento de esta naturaleza con mayor capacidad de
convocatoria de América Latina y a uno de los que, a pesar
de los caroscuros", ha demostrado poseer una notable aptitud
negociadora. Ello no es óbice, por supuesto, para que sean
perceptibles en el horizonte inmediato algunos problemas que
se pueden llegar a plantear (zse están planteando ya?) en la
praxis política del día a día. Hay que llamar la atención en
este sentido sobre la posibilidad certera de un alejamiento pro-
gresivo entre los posicionamientos de los dirigentes y la inte-
lectualidad indígena y las expectativas de las organizaciones de
base, lo cual no significa que no sea posible que se produzcan

^^ Ver Montoya (1996); Stavenhagen (1989, 1992, 1998); o las compilaciones de

Contreras (1992), Varese (1996) y Gr ŝnberg (1995).

13 Aún sin proceder a un balance sistemático de los logros del mo^^miento indígena

ccuatoriano (ver nota siguiente), sí quc pensamos que es bueno Ilamar la atención sobre

algunos dc sus límites -de ahí lo de los claroscuros-. L's verdad, en este scntido, que fruto

de la presión de la CONAIE se consiguió en 1988 la creación de la Dirección í^'acional de

Educación Indígena Intercultural Bilingiie. No es menos cierto, sin embargo, que el paso de

los años no ha hccho más que aumentar el desfase existente entre los servicios prestados por

cl sistcma de educación bilingiie (sin rccursos, infraestructuras, ni metodologías apropiadas)

y las necesidades de sus usuarios, alimentando su descrédito (ver Soto 1997; Abram 1992 y

Moya 1995). Algo similar cabría argumentar sobre los logros de la negociación con el

Estado en 1994 cn torno al contenido de la C.ey de Desarrollo Agrario: una disposición mar-

cadamente neoliberal (la finalidad última era la liberalización total del mercado de tierras

cn el país-) cn cuya redacción el Ejecutivo [uvo quc encajar un segundo levantamiento indí-

gena quc le obligó a consensuar parte del articulado. L'I resultado, sin embargo, es bastan-

te dccepcionantc: se aprobó a la final un texto en el fondo muy similar al de la propucsta

inicial, pcro cdulcorado -eso sí- con una extensa introducción de contenido etnicista [Cf.

13retón (1997, 68-72); sobre las implicaciones de la Ley, ver también Navas (1998)J. Y qué

decir sobrc las modilicacioncs introducidas en la Constitución de 1998, que hacen de ésta

una dc las más abiertas dc la región por lo que respecta a los derechos colectivos: unos reco-

nocimicntos sancionados en la Carta Magna que todavía no se han traducido en las consi-

guientes disposiciones específicas que las desarrollen, les den ^^da y catapulten como ele-

mcnto dc cambio real en la cotidianidad de los diferentes colectivos que integran el Estado

ecuatoriano. Por ahí iban las reflexiones de Antonio Rodríguez cuando, tras reconoccr el

avance pcr se que rcpresenta la incorporación en la Constitución de los derechos colecti-

vos, se preguntaba "iSobre qué se va a construir la pluriculturalidad, si se está acabando la

base comunal [velada alusión a la C.ey agraria de 1994]? Si las reformas jurídicas no inci-

den sobre los elementos estructurales de las sociedades indígenas, ^cómo entender, enton-

ces, estas posicion^s etnicistas que sustentan el discurso de las nacionalidades pero olvidan

hablar dcl actual modelo económico neoliberal y los gobiernos que lo sustentan, que son

absolutamente contrarios a la sobrevivencia y el desarrollo de las comunidades como base

de las nacionalidades y pueblos? (Rodríguez 1999, 3).
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convergencias coyunturales y que esos dirigentes no sean capa-
ces, en un momento dado, de aglutinar y volver a asumir la
representación en masa del campesinado indígena.

LA ETNICIDAD COMO ESTRATEGIA: LA
IMPORTANCIA DEL CONTEXTO

Con todo, la magnitud del cambio experimentado por la
sociedad ecuatoriana es innegable: cambio en términos de los
logros alcanzados -mal que bien14- y cambio, sobre todo, en
términos de lo que había significado la invisibilización de los
indios a lo largo del dilatado proceso de construcción nacio-
nal. En este punto es indispensable volver a hacer alusión a los
trabajos de Andrés Guerrero, autor que ha defendido reitera-
damente la tesis de que el "pecado de origen" (la expresión es
nuestra) de las repúblicas andinas acaso sea su propia consti-
tución como repúblicas de ciudadanos libres, siguiendo el espí-
ritu del liberalismo europeo y norteamericano, aún arrastran-
do contradictoriamente toda una serie de elementos coloniales
en lo que a la catalogación y a la inclusión / exclusión ciuda-
dana de las colectividades ubicadas en el territorio nacional se
refiere. En el caso del Ecuador, por ejemplo, algunos grupos
sociales devinieron tras la Independencia ciudadanos, mientras
que otros muchos permanecieron como sujetos "sometidos a un
nuevo orden político que los hace funcionales y que redefine
las antiguas jerarquías étnicas y raciales" (Guerrero 2000, 28).
Es más, la mayoría de los ecuatorianos y ecuatorianas se con-
virtieron "en sujetos republicanos que los ciudadanos van a
civilizar" (Ibídem, 31). En ese contexto, los indios fueron invi-
sibilizados y privados de voz propia; su intermediación con los
poderes del Estado se hacía a través de otras personas que
"traducían" sus demandas y aspiraciones al lenguaje política-
mente correcto: son lo que el autor denomina las "formas ven-
trílocuas de representación". Este estado de cosas se prolongó
de un modo u otro hasta la reciente eclosión del movimiento

" L.oí,n-os quc hacen alusión a.rubros tan trascendentales como, por citar sólo algunos,

cl respeto por parte de los sectores no indios hacia todo lo indígena; cl rcconocimiento cons-

titucional de un paquetc remarcable de reivindicaciones históricas dcl movimicnto; la prc-

scncia dc los indios cn cl esccnario político nacional como actores recurrcntes; o la imagcn

conquistada incluso a cscala intcrnacional.
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indígena, de los años ochenta en adelante, y específicamente
hasta que los levantamientos de 1990 y 1994 paralizaron por
dos veces el país, rompiendo por fin esas formas de represen-
tación y de intermediación ventrílocuas y haciendo añicos el
efecto civilizador que, desde la conquista europea, "imponía a
las poblaciones indígenas hablar el discurso de los civilizados"
(Guerrero 1997, 63)15.

^Cómo ha sido posible semejante transformación en apa-
rentemente tan poco tiempo? ^Cuáles fueron las circunstancias
que, en las últimas décadas del siglo XX, posibilitaron la via-
bilización de la etnicidad como estrategia reivindicativa de una
parte muy importante de la población rural pobre del callejón
interandino ecuatoriano?'^. Partiendo de la tesis de que la etni-
cidad necesita siempre de una base de apoyo -conjunto de ele-
mentos susceptibles de ser (re)construidos, seleccionados, orde-
nados o resimbolizados- y de que esa base de apoyo, además,
en unas coyunturas puede permanecer latente, mientras que
en otras puede activarse y convertirse en una fuerza social
encaminada a alcanzar objetivos habitualmente relacionados
con el control y acceso a los recursos, no son pocos los auto-
res que han relacionado la emergencia étnica con contextos en
los que ésta "puede desempeñar un papel central para dar
cohesión, continuidad y legitimidad a la acción estratégica"
(Baud, Koonings, Oostindie, Ouweneel y Silva 1996, 23). En
general -se argumenta desde esta perspectiva- el (re)surgi-
miento actual de los movimientos étnicos en América Latina
parece estar relacionado "con la crisis de las instituciones, de
las estructuras y de las ideologías, que fomentan la moderniza-

15 Los Ievantamientos pusieron de relieve un hecho social inédito -y cstratégicamen[c

tr:ucendental- desde mediados del siglo XIX: "quicnes manifestaban, hombres y mujcres,

dcjaron de ser sujctos de un Gstado. AGrmaron su condición de agentes sociales quc cxigen

no solamente pleno acceso a derechos ciudadanos, sino reconocimiento de derechos colec-

tivos como `pucblos"' (Guerrcro 1994, 242)

'^ Quede claro quc, frente a las posiciones esencialistas -por desgracia harto frccucntes

en la literatura sobrc el tema-, apostamos por una ^^sión construccionista de la etnicidad.

Consideramos así a las identidades colectivas no como entidades estáticas e inmutablc^s, sino

como construcciones sociales que, fundamentadas en un conjunto variable de indicadores

étnicos (reconstrucciones idealizadas del pasado, mitos, símbolos y toda clase de anefactos

culturales), pueden encerrar un enorme potencial estratégico en términos de un determina-

do proyccto político (Horowitz 1985). Dicho proyecto polí[ico, por supuesto, no ticne por

qué ser homogéneo ni necesariamente estar bien definido y perfJado al interior del grupo.
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ción, el progreso nacional y la integración internacional"
(Ibídem, 182). Dado que la etnicidad se construye y se trans-
forma en escenarios conflictivos, y considerando que dicho
enfrentamiento no tiene por qué darse solamente entre grupos
previamente definidos -acotación, dicho sea de paso, especial-
mente pertinente para los países andinos-, el discurso india-
nista puede entenderse como derivado en última instancia de
circunstancias tales como "la profundización de la estratifica-
ción social, de cambios políticos dentro de los estados nacio-
nales, de movimientos migratorios regionales o internaciona-
les". Es más, en el marco de la globalización neoliberal, cabe
considerar a esos procesos como responsables finales de la
generación de "presiones sobre las condiciones de sobreviven-
cia, poder, e identidad de individuos y grupos"; presiones que,
a su vez, darían cuenta de la etnogénesis como uno de los
medios para enfrentarlas, "especialmente cuando instituciones
modernas, tales como el Estado, el mercado o la ciudadanía se
ven fuertemente erosionados" (Koonings y Silva 1999, 8-9)".
De este modo, en la América Latina posterior a los setenta, los
pueblos indígenas fueron tomando consciencia "de ser porta-
dores de una cultura distintiva, y de qúe el discurso de la dife-
rencia podía convertirse en un valioso recurso para conferir
valor añadido a sus artesanías y mayor legitimidad a sus rei-
vindicaciones políticas" (Viola 2000, 414).

En el caso ecuatoriano, además, fue crucial la existencia de
una sólida élite intelectual indígena -sobre el tema de su cons-
titución volveremos más adelante- capaz de ir hilvanando un
discurso más bien culturalista sobre la identidad étnica; dis-
curso en cuya elaboración también participaron no pocos inte-
lectuales no-indígenas que, ante la crisis de la izquierda tradi-
cional, apostaron por el fortalecimiento de la CONAIE y sus
filiales como alternativa democrática y participativa al anqui-
losado aparato de un Estado en crisis permanente desde el fin

° De ahí que la construcción étnica emerja con frecuencia asociada a formas de pro-
testa social (Pox y Starn 1997) y, cn la particular tesitura latinoamcricana dc los- noventa,
de fucrte contenido anti-neoliberal. Así al mcnos ha succdido cn Chiapas (Díar-Polanco
1997; Marcos y[.e 13ot 1997), en el Chapare boliviano (Viola 200Q, 427-443); en cl alti-
plano occidental de Guatcmala (Palen•r.uela 1999); o en los Andes ccuatorianos ("Lamosc
1994).
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del espejismo petrolero. El reconocimiento de la trascendencia
de esas élites pensantes no significa -al contrario, insistimos en
ello- que las reivindicaciones expresadas bajo la bandera de la
etnicidad no estén ampliamente asumidas por las bases: como
muy bien evidenciaron los sucesivos levantamientos de los años
noventa, "el discurso de los dirigentes indígenas fue masiva-
mente adoptado y transformado rápidamente en acciones polí-
ticas, porque se funda en las experiencias diarias de discrimi-
nación étnica y en las estrategias de resistencia que construyen
la identidad y el autorrespeto indígenas con base en las defi-
niciones culturalistas de lo indígena" (Lentz 2000, 205).

Reconocida, pues, la importancia del contexto en todos los
fenómenos de etnogénesis y/o de revitalización étnica, y reto-
mando el hilo argumental principal de este ensayo, es el
momento de iniciar la reflexión sobre aquel haz de procesos
que -en América Latina en general y en el Ecuador en parti-
cular- han convergido en la conformación de movimientos
indígenas como el ejemplificado en el momento presente por
la CONAIE. De entre todos ellos, como ya indicamos más
arriba, queremos destacar el descalabro de los modelos desa-
rrollistas, experimentados con especial ahínco durante los años
de auge de las teorías cepalinas, y lo que ha significado la per-
sistencia del ajuste económico, la consolidación del modelo
neoliberal y la puesta en funcionamiento de las reglas del juego
que han de regir -que están ya rigiendo- el tránsito hacia una
sociedad y una economía nacional diluidas y empobrecidas en
el océano de la globalización (Radcliffe 1999, 208).

EL ESTADO DESARROLLISTA Y EL DESCALABRO
DE LA MODERNIZACIÓN HOMOGENEIZANTE

Tras la crisis del patrón liberal agroexportador, el modelo
que guió entre 1940 y 1980 las políticas macroeconómicas lati-
noamericanas fue el del fomento de la industrialización a base
de la substitución de importaciones (convencionalmente cono-
cido como ISI). Su viabilización requería, ineludiblemente, de
la consolidación de un Estado fuerte, intervencionista y pro-
teccionista capaz -en el ámbito de la ruralidad- de reformar y
moderniZar las obsoletas estructuras agrarias de los respectivos
países de cara a facilitar el transvase de recursos (humanos y

461



financieros) hacia la industria y el crecimiento urbano; así
como de un discurso nacional -más o menos populista, en fun-
ción del caso y la coyuntura- susceptible de aglutinar a
amplios sectores sociales alrededor del Estado.
Consecuentemente, el modelo ISI se caracterizó por poner en
práctica medidas tales como esporádicas nacionalizaciones de
sectores est^atégicos (maniobra de fortalecimiento del Estado y
de acercamiento a importantes sectores del proletariado urba-
no), reformas agrarias (sello de su alianza con el campesinado),
y programas indigenistas especialmente dirigidos hacia la inte-
gración (zcooptación?) de los indígenas, los más marginados por
aquel entonces de entre los marginados rurales18.

Los límites de las políticas indigenistas

Bajo la égida del modelo intervencionista y asistencialista
característico del industrialismo latinoamericano, en efecto, y
en nombre de la modernización y la cohesión de la sociedad
nacional, el Estado habría de liberar -en momentos y a ritmos
diferentes, según el país- a las masas de población indígena de
sus vínculos seculares con el sistema de hacienda y abrir los
canales de la movilidad social a fin de favorecer su integración
definitiva a la estructura de clases'^. En este sentido, para los

18 Una buena síntesis de esos procesos es la desarrollada en cl volumen colectivo coor-

dinado por [.eslie 13cthell (1997), así como eI capítulo quc Ic dedican Thomas E. Skidmore

y Peter H. Smith en su excelcntc manual de historia contemporánea de la región (1996, 53-

79). [as variatitcs particulares -así como sus ritmos y sus límites- del desarrollismo ecuato-

riano han sido bien analizadas, por ejemplo, en Chiriboga (1984) y A4ontúfar (2000, 21-53).

19 Como cs bicn sabido, el indigcnismo cs una corrientc dc pensamicnto quc nace a lo

largo de la segunda mitad del siglo XIX con la toma de concicncia por pane de algunos

intelectuales y reformistas sociales de la importancia de la prescncia indígena en las jóvenes

rcpúblicas americanas, así como de las precarias condicioncs dc vida de csc sector social.

Con el paso de los años y el correr de un nuevo siglo, cl indigenismo se convirtió en un

instrumento de protcsta contra la injusticia a que eran sometidas las comunidades indias;

instrumento que se manifestó a través de la literatura (Valcárccl en Perú, Icaza en Gcuador,

[.ópez I'uentes en I\4éxico), de las ciencias sociales (la ligura del peruano \Tariátegui es qui-

zás la más representativa dc todo el primer tcrcio dcl siglo XX) y de su propia asunción

por parte de los poderes públicos, cntre los años treinta y los setenta, como política de

Tstado. De entre la abundantísima bibliografia disponible al respecto, nos parecen destaca-

bles el ya citado trabajo de 13arre (1985) y la lúcida, sintética y más reciente ^^sión dc con-

junto de Henri ^avre (1996). Sobre los pensadores indigenistas ecuatorianos resultan de

enorme interés los estudios de Kim Clark (1998 y 1999).
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regímenes surgidos al calor del desarrolli^mo entonces al uso,
la política indigenista era un aspecto de un proyecto económi-
co, cultural y político mucho más amplio: buscaba la integra-
ción económica (el indio debería descomunalizarse, mercanti-
lizarse y convertirse, por medio del desarrollo comunitario o de la
reforma agraria -depende del caso y del momento- en cam-
pesino o en proletariado urbano), la integración cultural (vía
castellanización a través, a veces, de programas de educación
bilingiie) y la integración política (rechazaba cualquier forma
de autonomía en nombre de la unidad de la patria) en aras de
la construcción de la identidad nacional. Una identidad que en
unos casos se definía como "mestiza" (México), y por lo tanto
asumía y fagocitaba determinados elementos de las culturas
indígenas, y en otros simplemente se asimilaba a un universo
de modernidad definido en base a parámetros exclusivamente
europocéntricos (Perú, Ecuador).

En los Andes ecuatorianos habría que diferenciar entre, al
menos, tres modelos cualitativamente diferentes de interven-
ción indigenista sobre el medio rural entre lo ŝ años cincuenta
y setenta, con resultados también distintos desde la óptica de
sus logros. Nos referimos al iridigenismo oficial derivado a pies
juntillas de aquel trascendental Primer Congreso Indigenista
Interamericano de 1940 (Pátzcuaro, México), en cuya declaración
final se explicitaba la importancia de las medidas a adoptar
por los gobiernos nacionales de cara a rescatar "los valores
positivos" de la "personalidad histórica y cultural" de los pue-
blos indígenas, "con el fin de facilitar su elevación económica
y la asimilación y el aprovechamiento de los recursos de la téc-
nica moderna y de la cultura universal"20; al indigenismo repre-
sentado por la Misión Andina del Ecuador, heredero también
de las consignas de Pátzcuaro pero con un perfil mucho más
pragmático fruto de sus vínculos con la antropología aplicada
de la época; y a la praxis indigenista -esta sí bastante alejada
de los modelos más clásicos- impulsada por los sectores pro-
gresistas de la Iglesia Católica.

Es destacable, en primer lugar, la nimiedad de la práctica
indigenista convencional, representada, por ejemplo, por el

R0 Cit. en América Indígcna (1990, 75).
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Seruicio Ambulante Rural de Extensión Cultural organizado por el
Ministerio de Educación en 1950 (Villavicencio 1973, 261) o,
en el ámbito de las instituciones privadas, por el Instituto
Indigenista Ecuatoriano, fundado en 1942 bajo los auspicios de
Pío Jaramillo Alvarado. Sobre esos experimentos oficialistas,
empeñados en imitar la dinámica de organismos tan emble-
máticos como el Instituto Nacional Indigenista de México, el antro-
pólogo mexicano Alejandro D. Marroquín fue bien explícito
en su conocido Balance del indigenismo:

"Como en todos los países de América, la práctica se ha
anticipado a la teoría; pero quedarse en el nivel de la prác-
tica sin trascender al plano de la teoría que ilumina la acti-
vidad práctica, es permanecer en los estrechos marcos del
empirismo. (...). El Gobierno ecuatoriano no ha dedicado
suficiente atención al problema indígena; no ha compren-
dido que no podrá elevarse auténticamente al nivel general
de vida, si no se provoca el adecuado desarrollo de la
población indígena. (...). Por otra parte la política guberna-
mental se ha caracterizado por la discontinuidad; hay cam-
bios frecuentes de programas sin que haya tiempo para
digerir las experiencias que entraña la realización de cada
uno de dichos programas. (...). La acción indigenista en
general presenta falta de coordinación y planificación:
muchas entidades que tienen funciones de promoción indi-
genista actúan a veces hasta con criterios contradictorios.
Esto, desde luego, es nocivo para la población indígena.
(...). Por lo demás, la acción indigenista se resiente por la
falta de capacitación técnica", así como por el excesivo
"incremento de la burocracia". (...) Muchos problemas indí-
genas han sido tratados con independencia completa de la
situación nacional; como si las comunidades indígenas estu-
vieran en el aire, sin el contorno nacional que las circunda
y oprime. Es deber del Instituto Indigenista Ecuatoriano
reorientar todos los enfoques indigenistas equivocados y
definir una política y una estrategia indigenistas, obligato-
rias para toda el área nacional" (Marroquín 1972, 178-179).

Más ponderables son, sin embargo, los resultados obtenidos
por la Misión Andina del Ecuador entre los años cincuenta y
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los setenta. Esta iniciativa, probablemente la más importante
de cuantas se experimentaron por aquel entonces en el con-
junto de las Américas desde los presupuestos del indigenismo
clásico, fue la primera institución en defender en Ecuador la
necesidad de impulsar un desarrollo armonioso de los diversos
aspectos que constituían la vida cotidiana de los anejos indíge-
no-campesinos21. Como señalamos en otro trabajo (Bretón
2000), el seguimiento de las realizaciones de Misión Andina
revela claramente, sin embargo, su contenido tecnocrático: la
inversión en rubros como caminos, escuelas comunales, infra-
estructuras sanitarias de todo tipo (letrinización, dispensarios
médicos, agua potable, campañas de vacunación), viviendas
rurales y, muy especialmente, la introducción en las comuni-
dades de las maravillas emanadas de la revolución verde -tan
de moda en aquellos años- marcaron el quehacer cotidiano de
sus técnicos y los límites del alcance de su intervención. Poco
es, en efecto, lo que fructificó de aquel esfuerzo desde el punto
de vista de la exclusión social y de la marginación económica
de la población indígena. Desde el momento en que ni por un
soló momento procedió a cuestionar la concentración de la tie-
rra en pocas manos y que, por lo tanto, poco o nada hizo por
facilitar el acceso de los campesinos a una parcela o por com-
batir la pervivencia de relaciones de producción precarias -aún
a pesar del ambiente reivindicativo que se respiraba en la sie-
rra alrededor de la expedición de la primera ley de reforma
agraria (1964r, las iniciativas en desarrollo de Misión Andina
estaban condenadas a caer en saco roto. No sucedió lo mismo,
en cambio, con la semilla que dejó desde el punto de vista
organizativo. Efectivamente, en la medida en que esa institu-
ción también invirtió en insumos no convencionales como la
educación y la capacitación de líderes campesinos (en vista a
facilitar la constitución de comunas jurídicamente reconocidas),
es más que notable la huella que imprimió en la primera gene-

z1 Diseñado por las \'aciones Unidas y dirigido por la OIT hasta su plena integración

en la estructura dcl Gstado ecuatoriano en 1964, 14isión Andina fuc, de hecho, un verda-

dero cxperimento de desarrollo rural integral avant la lettre: puede ser.considerado como

cl precedcnte directo de los proyectos DRI quc, dc los años ochenta en adelante, se con-

vcnirían cn cl paradigma post-reforma por excclencia dc las políticas agrarias generalizadas

a lo largo y ancho de América Catina. Chimborazo fue la región andina donde más tiem-

po y acaso con más ahínco intervino la Misión en I:cuador.
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ración de líderes e intelectuales indígenas que, treinta años des-
pués, reconocen sin paliativos su deuda para con aquellos talle-
res formativos, sin duda pioneros -en cantidad y en calidad-
en la mayor parte de las parroquias en las que se impartieronz2.
Paradójicamente, una iniciativa tan homogeneizadora e inte-
gracionista en su filosofia como ésta, contribuyó así a la con-
cienciación étnica y a la reivindicación de la diferencia como
herramienta y demanda política en el largo plazo de aquellos
a quienes presuntamente iba a integrar en la sociedad nacional.

Finalmente, hay que mencionar la relevancia del paradigma
indigenista derivado de la Teología de la Liberación, emanado
de la apertura de la Iglesia explicitada tras el pronunciamiento
favorable de la Conferencia Episcopal Ecuatoriana para la eje-
cución de una reforma agraria en el país23, e inmediatamente
fortalecido por el ambiente progresista resultante del Concilio
Vaticano II (1963) y de la III Conferencia del Episcopado
Latinoamericano de Medellín (1968). Dicho paradigma está
bien representado por la obra de la Diócesis de Riobamba
(provincia de Chimborazo) en el tiempo de Monseñor Leónidas
Proaño, quien llegó a definirla públicamente como la Iglesia de
los Pobres. Sin querer entrar ahora en detalles sobre su trascen-
dencia en el proceso de lucha contra el latifundio desarrollado
por el campesinado indígena entre los años sesenta y setenta,
ni sobre el significado profundo en el desenlace del proceso que
tuvo la pérdida por parte de los sectores dominantes en la
sociedad rural de uno de sus aliados tradicionales -la Iglesia-,
sí nos parece oportuno remarcar su tremendo impacto en lo
que la eclosión del movimiento indígena contemporáneo se
refiere; y eso en un doble sentido. Por una parte, en el caso

^ Gntrevista realizada el O6/I1/99 a Luis Macas. Gn la misma dirección se manifes-

taba José Quinde, líder histórico dc Cañar (entrevista realizada cl 27/0^/99 por cl Dr.

Luciano Martínez Valle, de PLACSO).

Z' Una rcforma, no lo olvidemos, en la cual estaba implicada la misma Iglesia dada su
situación de latifundista. La Carca Yastoral dcl Cpiscopado Gcuatoriano, fechada en abril de
1963, señalaba en estc sentido: "AI cxpropiar las tierras legítimamente poseídas, el Gstado
debe pagar una indemnización cuya cuantía debe medirse según el grado de cumplimien-
to de la función social y en ningún caso la indcmnización ha de. constituir un premio a la
incapacidad o desidia. La dilcrcncia quc pudiera presentarse respecto del precio real, bien
puede considerarse como justa sanción...". A lo que añadía: "...nosotros los Pastores, no
podemos permanecer indiferentes ante los padecimientos dc orden temporal que sufren tan-
tos hijos nuestros" (cit. cn C@SA 1992, II).
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específico de Chimborazo, por el apoyo inestimable que la
Diócesis dio a las comunidades, no sólo en su oposición a los
gamonales, sino también -y muy especialmente- en su arma-
zón organizativo: un somero rastreo por las organizaciones de
base, de segundo grado e incluso de tercero (caso del Moaimiento
Indígena de Chimborazo), pone de manifiesto que un número sig-
nificativo de ellas hunden sus raíces en la política implementa-
da por todos los sacerdotes firoañistas de cara a fortalecer las
estructuras asociativas del mundo indígena como herramienta
de cambio social. En segundo lugar, y más allá de la casuística
particular de Chimborazo, por la puesta en funcionamiento y
apoyo posterior de una serie de instituciones de desarrollo
(ONGs) que, hasta el día de hoy y sin solución de continuidad,
han venido trabajando al amparo de la Iglesia en pos de una
concepción del desarrollo rural que ha tomado como referente
de sus objetivos a las comunidades y a las federaciones de
comunidades -las OSGs- como sujeto histórico de intervención
y, en última instancia, como su propia razón de ser.

Los resnltados asimétricos de las reformas agrarias

Desde la lógica de la estrategia desarrollista, la reforma
agraria se planteó como un requisito sine qua non para lograr
la tan anhelada modernización latinoamericana. La reforma,
en síntesis, habria de desempeñar todo un conjunto de funcio-
nes económicas (dinamizar las producciones y los rendimien-
tos, así como articular coherentemente los mercados interio-
res); políticas (consolidar el Estado populista a través del pacto
agrario con los campesinos, cohesionar la nación); y sociales
(desactivar el potencial revolucionario del campesinado por la
vía del reparto y facilitar la movilidad social, consecuencia ésta
previsible de la desmantelación del régimen de hacienda)24.

Son muchos los trabajos disponibles sobre el impacto que
las leyes de reforma agraria de 1964 y 1973 tuvieron sobre la
mutación estructural del espacio rural ecuatoriano, por lo que
no nos vamos a entretener mucho en ello25. Baste recordar

2i Así plantcaron el tcma, al mcnos, los teóricos más remarcados de la vía cepalina. Ver

Delgado (196^).
25 Véase Barsky, Díaz Bonilla, hurche y\9izrahi (1982), Chiriboga (1987) y Barsky ( 1988).
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que, partiendo del año 1954 (fecha de realización del primer
censo agropecuario), cuando el 2,1% de las explotaciones -con
más de un centenar de hectáreas cada una- acaparaba el
64,4% de la superficie agrícola del país mientras que las uni-
dades inferiores a cinco hectáreas (el 73,1% del total) contro-
laban el 7,2% de la superficie agrícola útil, la expansión de la
frontera agrícola y-en mucha menor medida- la reforma
redistributiva se tradujeron en una notable reducción de los
índices de concentración de la propiedad: treinta años después,
en 1984, las posesiones superiores al centenar de hectáreas no
concentraban más del 34% de la superficie agropecuaria; la
mediana propiedad (de entre 20 y 100 hectáreas) había incre-
mentado su importancia territorial (con el 30% en su haber);
y los patrimonios inferiores a 20 hectáreas, con el 35,6% de la
superficie, habían experimentado un fuerte crecimiento
(Chiriboga 1987, 6). Es importante insistir en que esa aparen-
te mayor equidad, por deberse básicamente a la puesta en cul-
tivo de nuevos territorios ubicados en las tierras bajas subtro-
picales y tropicales, es más ficticia que otra cosa. El Instituto
Ecucitoriano de Reforma Agraria y Colonización (IERAC), en reali-
dad, desmovilizó al campesinado a través del fomento de la
colonización y del acceso a la propiedad de los precaristas
serranos; aceleró los procesos de disolución y posterior redis-
tribución de aquellas haciendas incapaces, por las razones que
fuera, de adecuarse a las necesidades modernizantes impuestas
por la coyuntura; pero garantizó, por encima de todo, la
reconversión sobre las mejores tierras de buena parte de las
antiguas haciendas andinas en unidades capitalizadas y orien-
tadas al mercado urbano interior o a la exportación2^.

26 Las estimacioncs más recientes dc i\4anuel Chiriboga apuntan cn esta dirección: "Si

anali7amos la desigualdad en la distribución dc la tierra en el Gcuador, se cncuentra que el
coeficiente Gini -un indicador usual que mientras más se acerca a I revela mayor desi-
gualdad- es en 1994 de O,tS6 para [ierra efectivamente en producción y considcrando a las
familias rurales sin tierra. Un índice cxtrcmadamentc alto incluso para América Latina, la
región de mayor desigualdad en el mundo en términos de distribución de la ticrra. Ln efec-
to, para inicios dc los años setenta 10 dc 17 países de la n;gión tenían índices superiores a
0,80, incluycndo Colombia (0,859) y ISrasil (0,837). La información disponiblc señala que
no hay [cn cl l;cuador] dilércncias significativas entrc la sicrra y la costa (0,87) y que el índi-
ce es menor cn la rcgión amazónica (0,78)" (Chiriboga, 1^'orth, Plores y Vaca 1999, 9^-96).
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La reforma agraria permitió en el medio plazo, pues,
ampliar la superficie agropecuaria del país; enmascarar las
estadísticas sobre distribución real de la riqueza; procurar la
transformación de las grandes propiedades potencialmente via-
bles; y estimular la movilidad (económica y social) del campe-
sinado. Este último punto es muy importante para entender
cómo se fue articulando el movimiento indígena en un con-
texto post-reformista caracterizado por la desintegración del
orden gamonal tradicional y por la indigenización -valga la
expresión- de los espacios rurales serranos. La descomposición
del régimen latifundista comportó el fin del vínculo del indio
con la hacienda y, por consiguiente, facilitó la inserción a gran
escala de las economías indígeno-campesinas en los circuitos
comerciales y en el mercado de trabajo nacional y regional. En
este punto son referencia obligada las consideraciones de
Carola Lentz, extrapolables al conjunto de la sierra, sobre el
impacto de la migración temporal de los indígenas chimbora-
censes a la costa en la construcción de un sujeto colectivo indio
por encima de las adscripciones identitarias locales o comuni-
tarias (1997, 305-306). La reforma agraria marcó así un punto
de inflexión en la evolución social de los Andes ecuatorianos
en tanto que, gracias a la aceleración que supuso en la inte-
gración de las comunidades indígenas al mercado y al Estado
-"en virtud de la migración laboral, la ampliación del sistema
educativo y los numerosos proyectos de desarrollo"-, "la con-
ciencia de pertenecer a un grupo `nosotros', que inicialmente
era definido en el ámbito local27, se ha transformado en un
sentimiento de pertenencia a una gran comunidad de indíge-
nas" (Lentz 2000, 226). De ese modo, se fue reedificando la
frontera étnica al tiempo que se ponían las bases para la
cimentación de una identidad (y de un proyecto) común para
las nacionalidades indígenas. Con las transformaciones aceleradas
de los años sesenta y setenta, en efecto,

"los `indios' de los poderes locales compartimentados tien-
den a fundirse en una población más unitaria. Devienen

21 Ln el marco dcl régimen gamonal se constata una personali7ación de la dominación

desde el punto de ^•ista de las relacioncs entre los dominadores (terratenientes y mestizos) y

los indígenas (ver Guerrcro 1991).
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una suerte de comunidad capaz de imaginarse a sí misma
en tanto que conjunto social, vinculado por lazos simbóli-
cos e históricos compartidos y reinventados en rituales
políticos como los levantamientos; por participar en una
experiencia de vida y sociabilidad de emigrantes en las
redes sociales que surgen en las ciudades. Por consiguien-
te, hay dos procesos que gestan un grupo social nuevo: por
una parte, la segregación, la ubicación del otro lado de la
frontera en un más allá político indefinido (no ciudadano),
y la violencia que asumen las relaciones `interétnicas'; por
otra parte, la resistencia a la situación de dominación y
explotación a nivel nacional" (Guerrero 1998, 118).

La migración, con todo, no deja de ser estacional en
muchos casos, lo cual nos sitúa ante el tema de la menciona-
da indigenización: a pesar de la disminución en términos abso-
lutos de los contingentes indígenas a escala nacional, León
Zamosc (1995) ha demostrado que la población en las parro-
quias serranas predominantemente quichuas emigró tras el
reparto menos con carácter definitivo que en aquellas blanco-
mestizas, con lo que las áreas rurales andinas experimentaron,
entre 1962 y 1990, una cierta indianización28; indianización
que está en la base también de la fiebre etnicista que recorrió
de norte a sur el callejón interandino justamente a partir de
las etapas finales de la lucha por la tierra. La proliferación de
la reivindicación étnico-comunitaria durante las décadas de los
ochenta y los noventa, por tanto, puede ser entendida en parte
como una respuesta desde esos espacios (re)indianizados al
control estatal y a la decepción generada por los resultados
obtenidos finalmente en términos económicos a partir de las

^` "Entre 1962 y 1990 la población rural en las API [áreas predominantemente indí-

gcnas, aquellas con más dc una tercera parte de habitantes quichua hablantes] aumentó en

un tercio, empujando hacia arriba la tasa general de crccimiento de la población rural de

la Sicrra (que aumen[ó cn una cuar[a parte). (...) Tal vez sea más acertado considerar al

mayor crecimiento demográfico de las AI'1 como un re0ejo de la existencia de una menor

tasa dc disminución relativa dc la población rural. Esto invita a la retlexión sobre los fac-

tores quc haccn que las AI'I tengan más poder de retención dcntro del contexto de la migra-

ción rural-urbana" (Zamosc 1995, 25). Hernán Carrasco (1997), por su parte, demostró a

travís dcl análisis de los datos censales de 1974, 19II2 y 1990 que el crccimiento de las orga-

nizaciones quichuas coincidía con una dinámica demográfica de despoblamiento mestizo dc

las cabeccras parroquialcs.

470



reformas agrarias. Como ha señalado Tania Korovkin, "en
vista de las restricciones estructurales y fiscales a la capacidad
redistribuidora del Estado, esta intervención dificilmente puede
estar a la altura de las expectativas que se ha creado entre el
campesinado", por lo que, "como resultado de ello, surge una
tendencia para el desarrollo de organizaciones autónomas al
margen de la red organizativa controlada por el gobierno y,
además, una proliferación de conflictos entre las organizacio-
nes patrocinadas por el Estado y sus supuestos benefactores"
(1993, 5). Dicha tendencia se vio fortalecida por otro efecto
colateral de la disolución de las haciendas: el hecho de poder
acceder a la tierra, disparó la constitución legal de comunas y
de cooperativas2^. Simultáneamente, la erosión del poder y la
pérdida paulatina de parte del control social de las élites rura-
les blanco-mestizas promovió la desarticulación de la integra-
ción vertical existente -en términos de dominación y depen-
dencia- entre los pueblos (cabeceras parroquiales) y las comu-
nidades, "llevando a un nuevo tipo de configuración en la cual
se desarrolla una integración horizontal, de naturaleza econó-
mica y política, entre comunidades indígenas" (Pallares 2000,
268), alimentando de ese modo el proceso organizativo que
sentaría los fundamentos del asalto final a los poderes locales
protagonizado por el movimiento indígena a partir de la
segunda mitad de los años noventa.

Por otra parte, la forma en que se concretó la reforma agra-
ria significó con el paso del tiempo un deterioro evidente de las
condiciones de vida de buena parte del campesinado indígena
aunque, a la vez, facilitó que ciertos sectores minoritarios de ese
campesinado dieran el salto, por disponer de ventajas compa-
rativas de distinta índole, hacia la capitalización-mercantiliza-
ción de sus economías, posibilitando así con el paso de los años
el ensanchamiento de una élite indígena intelectualmente for-
mada y con capacidad de respuesta^°. Como señalan Moreno y

^ L'I 39,4% del total de las comunas y el 74,14% deI de las cooperativas constituidas

cn la sierra entre 191 I y 1992 ^^eron la luz en el período comprendido de 196^ a 1984
(7amosc 1995, 90-94).

30 Para cl caso pionero y excepcional de los procesos de diferenciación interna y dc rca-

lirmación cultural de la población indígena de Otavalo, ^^nculados a la espe^cialización tex-

til, vcr Villavicencio (1973), ^Valtcr (1981) y Salomon (1981).
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Figueroa (1992, 33), "los pre-requisitos para que el discurso
etnicista tomara la fuerza que en este momento tiene dentro del
movimiento indígena, eran la disolución de la hacienda y el
aparecimiento de un grupo social indígena con fuerza tanto en
términos políticos como económicos". De hecho, apunta Andrés
Guerrero, un estudio detallado de su procedéncia revelaría con
toda probabilidad "que una importante proporción de los líde-
res, en algún momento de su recorrido, trabajaron de promo-
tores, capacitadores o gestores de proyectos de desarrollo en las
agencias estatales, de la iglesia o privadas"; es decir, que "reci-
bieron una instrucción y colaboraron en aquellas instituciones
frente a las cuales, desde sus puestos en 1as parroquias, la pro-
vincia o la capital de la República deben emitir discursos sobre
la diferencia étnica, la opresión y la autonomía" (1995, 11).

Las dificultades de la izquierda clásica para abordar
la cuestión indígena

La formación de esas élites indígenas y la final consolida-
ción de un mercado de trabajo plenamente capitalista en
Ecuador -libre por fin de las trabas a la movilidad caracterís-
ticas del antiguo régimen- son elementos que, siendo indis-
pensables para entender el surgimiento del movimiento indí-
gena, no explican por sí solos el porqué del rumbo etnicista
adoptado por el discurso de la CONAIE desde finales de la
década de los ochenta. Pensamos que un factor importante a
considerar acaso sea la desconfianza que muchos de esos inte-
lectuales indígenas sentían hacia el discurso tradicional de los
partidos de izquierda. Una desconfianza que emanaba, por
una parte, de la invisibilización de las demandas étnicas tras
las estrictamente clasistas31 y, por otra, de la actitud ventrílocua
y paternalista adoptada durante décadas por los representantes
de esas formaciones políticas a la hora de defender los intere-
ses de unos indios a quienes presuntamente representaban y a

^^ A partir dcl lúcido análisis que autores como Mariátegui o Castro Pozo hicicran en

su día sobre el carácter clasista de la "cucstión indígena" en el Perú, y de su lógica y Icgí-

tima generalización a la rcalidad de los Andcs ecuatorianos y bolivianos, la izquicrda clási-
ca ha tendido a traspapclar reiteradamente a los indígcnas (dimensión étnica) trts los cam-

pesinos (dimensión dc clase).
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quienes consideraban, tácitamente, como sujetos incapaces de
articular una voz propia. En última instancia, la retórica de
aquella vieja izquierda -no por bienintencionada portadora
indiscutible de la verdad absoluta- compartía una parte muy
importante del substrato ideológico que conformó la teoría (y
muchas veces la praxis) del desarrollismo de aquellos años de
crecimiento económico, transformaciones estructurales y espa-
cios en los imaginarios colectivos donde ubicar la utopía social.

De ahí se generaron con el paso de los años toda una serie
de incomprensiones recíprocas y desencuentros que se reflejan
fielmente en la trayectoria del propio movimiento indígena.
Partiendo de unos planteamientos al cien por cien clasistas (y en
estrecha relación con los partidos políticos de izquierda o con
los sectores católicos más progresistas), y que tenían su expresión
en la Federación Ecuatoriana de Indios (FEI) y en la Federación Nacional
de 4rgani,zaciones Clasi.stas (FENOC)32, desde la primera mitad de
los setenta se empieza a evidenciar un proceso en la sierra del
Ecuador en virtud del cual pierden representatividad las orga-
nizaciones estrictamente campesinas y, a la vez, emerge una
nueva plataforma (el ECUARUNf1R1) cuyo discurso va a aca-
bar pivotando más sobre las demandas de índole étnico, aunque
sin perder nunca del todo los componentes de clase. Roberto
Santana (1995) distingue, de hecho, tres fases en la historia
reciente del movimiento indígena: una primera etapa de sindi-
calismo de clase (FEI, FENOC, etc.); una segunda caracteriza-
da por las oscilaciones entre las demandas étnicas y las específi-
camente clasistas (ECUARUNARI)33; y una tercera fase final

^[a FG[ data de 1944, "cuando fuc creada por iniciativa del Partido Comunista para

impulsar cl sindicalismo de las masas indígenas. L'n su primera época su Secretario se con-

lundía con aquel dcl Partido y si, posteriormente, esta coincidencia orgánica desapareció, la

PL'1 siguc sicndo la rama campesina dcl movimiento de masas dcl PC. La historia de la

PGNOC cs un poco más breve. Heredera de la antigua PL;'fAY (^ederación de

Trabajadores Agropecuarios), organización a través de la cual la C@DOC (cn sus orígenes

Confederación Gcuatoriana de Obreros Católicos y en la actualidad ^1980] Central

Ecuatoriana de Organizaciones Clasistas) actúa en el campo ecuatoriano a partir de 196^.

Ia CGDOC, de la cual se deriva, había sido fundada a su vez en 1938 y su presencia en

cl campo había sido señalada desde 1950" (Santana 1988, 280-281).

^ Cn cl L'CUARU\'AR[ (movimiento gestado entre 1968 y 1972, pcro fundado for-

malmente en ese último año), integrado también por numerosos partidarios de posiciones

clasistas dc iniciativa cristiana filo-marxista, "van a enfrentarse abiertamentc por primera

vez en el plano nacional, la corriente de clase y la comente étnica emergente" (Santana

1995, 14I-142), que es la que acabará imponiéndose.
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(representada por la CONAIE) de hegemonía definitiva de las
tesis etnicistas34.

LA ERA DEL NEOLIBERALISMO, LA ALDEA GLOBAL
Y LA ECLOSIÓN IDENTITARIA

Durante los años dorados del "boom" petrolero, el Estado
reduplicó su énfasis desarrollista y modernizador en las áreas
rurales. En esa coyuntura, en efecto, las agencias estatales,
dotadas de presupuestos generosos, hicieron un gran esfuerzo
en la implementación de infraestructuras de todo tipo (carre-
teras, escuelas, dispensarios médicos, electricidad, agua, ofici-
nas de teléfonos,...); infraestructuras que, en última instancia,
"aproximan los campesinos a las plazas de mercado y trabajo
en las ciudades" (Guerrero 1995, 101). La crisis económica
posterior frustró el proyecto desarrollista asociado a las políti-
cas agrarias: del mismo modo en que las necesidades de la evo-
lución del conjunto de la estructura económica del Ecuador
estuvieron, a lo largo de los años sesenta y los setenta, en la
base de la articulación de una reforma agraria moderada y en
la experimentación de los primeros programas de desarrollo
rural gubernamentales, durante los decenios siguientes la crisis
de la deuda externa, el estrangulamiento del viejo modelo
substitutivo de importaciones y la adopción de duras políticas
de ajuste económico, marcaron el final del ciclo expansivo35 y
el inicio de una etapa marcadamente contrarreformista y des-
campesinista. De ahí también la contundencia del giro etnicis-
ta experimentado por parte de las organizaciones indígenas.
Un giro que encierra, por paradójico que ello pueda parecer,
una dimensión profundamente clasista (no en vano ha sido
adoptado por algunos de los sectores sociales más desfavoreci-
dos por el ajuste), y que ha demostrado, además, ser una de
las estrategias más dinámicas de resistencia al neoliberalismo
en América Latina (Veltmeyer 1997).

^ Un paso fundamental en el afianzamiento del movimiento indio a nivcl nacional fuc
la constitución del Consejo í^'acional de Coordinación dc las Nacionalidades Indígcnas del
Ccuador (CONACN[G) en 1980, antecedcnte directo de la CONAIL' (fundada en 1986), y
cuya coordinación ejecutiva asumió GCUARUNARI en 1981 (CONAll3 1989).

ss 13ucnos análisis dc las rcformas cstructurales y dc sus prcccdcntcs son, cntrc otros,

los de Pachano ( 1987), De^amry, Sadoulet y Fargeix ( 1991), y Racines ( 1993).
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El signo de los tiempos: liberalización de las políticas
agrarias, profusión de nuevos agentes y fragmentación
de los enfoques del desarrollo rural

La praxis neoliberal se ha ido concretando en la región con
la paulatina puesta en funcionamiento de tres grandes líneas
de actuación, en lo que al sector agropecuario y a las áreas
rurales se refiere: la liberalización y la desregulación de mer-
cados de productos e insumos antaño protegidos, consecuencia
lógica de la aplicación de los preceptos sobre la aldea global y
la teoría de las ventajas comparativas; la liberalización del
mercado de tierras y el fin del pacto agrario del Estado con los
campesinos, a través del cual -recuérdese- aquél había acos-
tumbrado a mitigar los conflictos y a garantizar la paz social
durante el dilatado período desarrollista3^; y la substitución
definitiva del paradigma de la reforma agraria por el del desa-
rrollo rural integral (DRI). Esto último, más trascendente de lo
que pudiera parecer a simple vista, ha implicado el abandono
de la pretensión de una transformación global del sector agra-
rio en aras de una intervención parcial y circunscrita a deter-
minados grupos de productores rurales; ha significado reem-
plazar su concepción inicial como estrategia de desarrollo por
otra meramente asistencialista, a modo de programa social37; y
ha abierto, finalmente, una puerta a la posibilidad de privati-
zar las intervenciones sobre el medio rural.

De hecho, desde el momento en que el DRI suponía renun-
ciar a la utopía de un cambio estructural en favor de los pro-
yectos de actuación inmediata y que eso mismo implicaba -se
quiera reconocer o no- priorizar la praxis y el inmediatismo
del proyecto concreto sobre la teoría y la visión de conjunto,

x Ejemplos de esa marcha atrás son laz contrarrefonnas Icgislativas de México (1992),

Perú (1993), ^^cuador (1994) o I3olivia (1996), promovidas por los respectivos regímenes

ncoliberales de cara a inccntivar la atluencia de capitalcs privados al sector, aún a costa

de ensanchar la brecha de exclusión (^expulsión?) dc los pcqueños campesinos.

" Prueba de ello es el surgimiento de un estado de opinión, en las propias institu-

ciones financieras, que planteaba que los llRl "no debicran ser considerados como pro-

gramas productivos, de los cuales cabía esperar resultados que justificaran la inversión,

sino como programas sociales" (I'la•ra 1990, 35). Gllo comportaba, ni más ni menos, enten-

der cl DRI como una espccie de limosna capaz, en cl mejor de los casos, de paliar algu-

nas de las inevitables secuelaz del ajuste económico.
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era de por sí perfectamente susceptible de ser compatible con
el marco institucional de la nueva economía. Esto redundó en una
situación en virtud de la cual el Estado fue perdiendo prota-
gonismo como agente potenciador del desarrollo rural en
beneficio de las ONGs y las financieras, multiplicadas y sobre-
dimensionadas a la sombra de un ajuste económico que ha ido
limitando progresivamente la capacidad interventora de los
poderes públicos38. La presencia de ONGs en los países del
área no es nueva, desde luego, y en el caso del Ecuador algu-
nas de las más importantes se remontan a los tiempos de las
luchas por la tierra39 Lo que es realmente novedoso es la pro-
liferación y la entrada en escena masivas de este tipo de orga-
nizaciones a partir de los inicios de la década del ochenta. Los
datos aportados por Jorge León (1998, 663) son bien ilustrati-
vos de este proceso: casi tres cuartas partes (el 72,5%) de las
ONGs que hicieron aparición en Ecuador a lo largo del siglo
XX (hasta 1995) vieron la luz en los quince años que van de
1981 a 1994^°; es decir, a la par de la puesta en marcha de las
diferentes políticas de ajuste ensayadas a partir de 1982 y de
lo que César Montúfar ha calificado como de sustitución de
un discurso -y de una praxis- Estado-céntrica por otro caracte-
rizado por el anti-estatismo neoliberal (Montúfar 2000, 53). Un
caso similar lo representa Bolivia, donde -según cálculos de
Arellano-López y Petras (1994, 81 r se pasó de cerca de un
centenar de ese tipo de organizaciones operando a inicios de
la década del ochenta a casi 530 en los albores de los noven-
ta. Atendiendo al ámbito de las intervenciones sobre el medio

3° Esto sin entrar cn el tema de los modestísimos resultados dc los proycctos concretos

en relación a las neccsidades de la población rural. En este scntido, debe tcnerse en cuen-

ta que una de las dificultades que tuvieron que enfrentar casi todos los programas llRl lati-

noamcricanos -y quc acabó por estrcchar extraordinariamente su alcancc y continuidad-

fuc la dcl contexto de crisis económica en quc se gestaron. Sobrc la génesis del paradigma

DRI, sus vínculos con el ajuste neolilxral, su carácter conscrvador y sus limitaciones, véan-

se Giusti (1984), Grindle (1986) Pla^a (1990) y Cloke y Little (1990). Para un análisis deta-

llado del Programa Nacional de Desarrollo Rural ccuatoriano (PRONADER), ver Dlartínez

(1995) y il4artínez y I3arril (1995).

^ Tal es el caso de las vinculadas en sus orígcnes con la Iglesia de los Pobres, como el
Irondo Ecuatoriano Populorum Progress-io (PEPP), la Ccntral Ecuatoriana de Scrvicios
Agrícolas (CESA) y el Centro de Estudios y Acción Social (CCAS).

'0 Arcos y Palomeque elevan la proporción al 80% (cf. 1997, 25-26).
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rural, ese brusco cambio de contexto macro no sólo redundó
en países como Ecuador o Bolivia en un incremento sin pre-
cedentes en el número de ONGs en activo; sino que aquellas
otras con mayor solera tuvieron que enfrentarse -implícita o
explícitamente- a un proceso más o menos traumático de
redefinición de sus prioridades, de sus métodos y del propio
papel a desempeñar en el. escenario regional. De ese modo, la
economía política del neoliberalismo exigió a las viejas ONGs
repensar y replantear sus relaciones con el Estado, con el mer-
cado y con los propios beneficiarios, generando a menudo una
verdadera crisis en términos de identidad, legitimidad y conti-
nuidad institucional (Bebbington 1997)41.

Todo y con eso, la sostenibilidad, el fortalecimiento de las
organizaciones populares y el apoyo a las comunidades indí-
genas, son tres pilares que continúan guiando las prioridades
de inversión de muchas de las ONGs que trabajan en el entor-
no andino4L. Estas instituciones se han convertido así en finan-
ciadoras y consolidadoras, al menos, de los pisos intermedios
del andamiaje del movimiento indígena ecuatoriano (funda-
mentalmente de las OSGs): unas veces ahondando los proce-
sos de diferenciación interna a través del afianzamiento de un
estamento de dirigentes locales cuyo prestigio y cuya capaci-
dad para autoreproducirse como tales depende de su habilidad
para atraer recursos externos; otras veces anteponiendo el
apoyo a un proyecto político determinado -el de la CONAIE
y sus filiales- por encima de la viabilidad económica de los
proyectos estricto sen.ro; y a menudo retroalimentando el discur-
so de la dirigencia indígena, en la medida en que la reindia-
nización de amplios espacios de la sociedad rural -y qué mejor
indicador de ella que la densidad organizativa- se convierte en
un reclamo de cara a captar proyectos de desarrollo.

Consecuencia de ese nuevo marco institucional es la frag-
mentación de los enfoques tan característica en el mundo del
desarrollo rural del cambio de siglo. La propia conversión del

" Mthony Bcbbington ha desarrollado cste tema, entre otros, en los trabajos publica-

dos por él en 1997 (1997 y 19976), adcmás de en el libro anterior realizado en colabora-

ción con Graham Thiele (Bebbington y"fhicle 1993).

'Z Información obtenida a través de entrevistas con responsables de Oi\'Gs y de obser-
vaciones de campo.
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riroyecto concreto en el único fin real de la política de desarrollo,
con todas las consecuencias nocivas que ha acarreado (atomi-
zación y dispersión de dicha política en multitud de experien-
cias dificilmente coordinables, multiplicación del personal de
las agencias ejecutoras, minimización del aparato público en
favor de la externalización/privatización y aumento de la com-
petencia interinstitucional por nuevos recursos, amén del refor-
zamiento de una percepción focalizada y localista de la cues-
tión agraria), ofrece la triste imagen -parafraseando a Alberto
Paniagua (1992, 209}- "de un espejo quebrado en mil frag-
mentos, cada uno de los cuales refleja, desde su propia forma,
la misma imagen dislocada del desarrollo". Dentro de esa dis-
persión, sin embargo, son destacables cuatro grandes materias
o ítems que, con recurrencia, ocupan un espacio importante
en las agendas de numerosas instituciones de desarrollo: nos
estamos refiriendo al conocido coloquialmente como enfoque de
género, a la apuesta por la descentralización del Estado (o de lo
que queda di él), a la búsqueda de la sostenibilidad (social y eco-

i3 Sí queremos mencionar, empero, que se constata en algunas de las ONGs más

importantes del Gcuador un intcrés por el enfoquc de géncro a partir, más o menos, de

mediados de la década de los noventa. Un interés que, cn nuestra opinión, obedece más a

los condicionamientos de las financieras extranjeras que a un posicionamiento interno pro-

pio. Gfectivamente, las agencias de coopcración internacional, menos generosas que antaño

para con las ONGs locales y más preocupadas por precisar el tipo de cooperación de que

se trata, han impulsado en el país la adopción en los proyectos de desarrollo de un pocas

veces precisado enfoque de género. Me gustaría, para ilustrar esta aseveración, traer a cola-

ción un par de casos extraídos de mi trabajo de campo cn Chimborazo. Gn el caso de una

ONG tan emblemática como CL'SA, por ejemplo, el enfoque de género es por primera vcz

considerado en sus actuaciones en csa provincia a partir de 1995, concretamente en la

segunda fase del Proyecto Licto de Riego y Desarrollo Rural y, más extensamente, en el

Proyecto de Crédito para fomento dcl ganado lechero entre las mujeres de Pungal. Más allá

del peso de la migración masculina en ambos ámbitos de intervención, cl enfoque de géne-

ro fue un requisito condicional impuesto respec[ivamente por la cooperación suiza y por la

alemana. Gn el caso deI GL:PI', otra de las ONGs con solera en Chimborazo, el enfoque de

género no aparece explicitado en ningún documento de la institución desde la fundación de

la propia Regional Riobamba en 19fl1 hasta cl año 1996, momento en que se le toma en

consideración a la hora de planificar cl Scgundo Programa de la Regional para el período

1996-2000. Los resultados que arrojan las evaluaciones externas al respecto, sin embargo,

no acostumbran a ser muy halagiieños: con frecuencia, el enfoque de género no pasa de ser

un barniz con que se cubren los discursos sobre el papel de proyectos de desarrollo de corte

muy com^encional y, en el mejor de los casos, suele quedar en la organización de talleres

de capacitación, tanto para los técnicos que implcmcntan las intervenciones como para las

supuestas bencGciarias de los mismos. Para un análisis más exhaustivo de esta cuestión, es

referencia obligada Cu^^i, Ferraro y i\4artínez (2000).
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nómica) de las iniciativas y a la inversión en capital social.
Pensamos que, en cierto sentido, estos son los cuatro "temas
estrella" que, habitualmente desmembrados de una visión
holística de la realidad social, constituyen hoy por hoy las prin-
cipales alternativas paradigmáticas en lo que a la praxis coti-
diana de las intervenciones sobre las áreas rurales se refiere.
Por razones de espacio y por no querer alejarnos del hilo argu-
mental de este ensayo, vamos a dejar aquí de lado el enfoque
de género43 y el debate sobre la descentralización^, para cen-
trar más bien la atención en la sostenibilidad y el capital social.

De la sostenibilidad al capital social

Las limitaciones de las reformas agrarias, en general, y los
abusos generados por la adopción indiscriminada de la revo-
lución verde, explican el surgimiento de nuevas líneas de
áctuación -la agroecología sería una de ellas- que, enmarca-
das en la perspectiva general del desarrollo sostenible, reivin-
dican la pertinencia de la racionalidad ecológica de la pro-
ducción tradicional. Desde la óptica de este tipo de propuesta,
aspectos tales como la recuperación de la lógica productiva de
los campesinos, el fomento de la participación popular, el etno-

*^ EI de la descentralización es otro tema de moda, impulsado por Ias financieras mul-

tilateralcs y las ONGs, dc indudablc interés para todos los países de la región. Postula la

necesidad de descentraliTar los rccursos a través de la dotación de poderes reales a la pobla-

ción local por la vía del control de los municipios. En el caso de la sierra ecuatoriana, se

trata de un proceso quc, en cierto sentido, cs consecuencia lógica de los cambios en las

cstructuras de los podcres localcs que sc han venido gestando desde el tiempo de las rcfor-

mas agrarias y el resquebrajamicnto dc los sistemas de dominación étnica. [a pregunta del

millón, sin embargo, ^s: ^y qué recursos se descentralizan? En este punto nos parece pcrti-

nente proponer dos rcllexioncs colaterales. La primera cs quc se trata de una propuesta que,

cn cierto sentido (y no es gratuito que el debate se dé en el momento en que se da), está

cn consonancia con el proceso de descstatalización y externalización de algunos servicios

básicos característico del modclo neoliberal. En esta línea, tampoco es casual que algunos

de los espacios ruralcs serranos que se están convirtiendo en un modelo para la literatura

especializada en descentralización (y que curiosamente también lo son en la de capital social

y en la de cooperación para cl desarrollo), sean de los más marginales en términos econó-

micos, circunstancia que cu^stiona seriamente sus posibilidades de atender las demandas

más básicas de su población y que, a la vez, los ubican en una posición de absoluta depen-

dencia dc los organismos externos que cooperan y financian ese proceso de descentraliza-

ción. Una buena visión de conjunto del problema puedc verse en el volumen coordinado

por Augus[o Barrera (1999).
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ecodesanollo o el respeto a las formas de organización locales,
deben de ser los parámetros preferentes de intervención45.
Justamente por ello, como señalan Altieri y Yurjevic (1991), el
enfoque de la sostenibilidad se amolda al espíritu de aquellas
ONGs que defienden orientaciones participativas desde abajo
como vía de superación de algunos de los déficits más impor-
tantes detectados en los programas de desarrollo anteriores,
tales como la marginalidad del campesinado al interior de la
sociedad nacional; la posible pérdida de identidad de las comu-
nidades rurales (muy importante en el caso del mundo indíge-
na); o las dificultades estructurales que impiden superar la
pobreza por parte de los estratos más desfavorecidos. De ahí
que el fortalecimiento de la organización y de la identidad, así
como la preocupación por la consolidación de una agricultura
regenerativa, sean elementos comunes de muchos de los pro-
gramas de desarrollo que, implementados por ONGs, toman
nota de los avances protagonizados por la agroecología y el
desarrollo sostenible^: unos planteamientos, no sólo compati-
bles con el discurso indianista, sino que lo refuerzan
(Bebbington 1995).

Tal es así, que principios como la equidad, la rentabilidad,
la búsqueda de la seguridad alimentaria o el empoderamiento
de las bases, se han convertido en las señas de identidad más
remarcables de esta suerte de desarrollo alternativo". Unas

i5 Esa es la tesis de autores tan rclevantes como Toledo (1981, 1993), Yurjevic (1995,

1997), Altieri (1991, 1995) y otros. Hay quc aclarar, con todo, que una cosa es la apucsta

agroecológica de quiencs trabajan cn serio en esta línea, y otra muy distinta lo que Alonso

Mielgo y Sevilla-Cuzmán (1995) han denominado cl discurso eco-tecnocrático de los orga-

nismos internacionales, que en bucna parte han fagocitado y domesticado cl discurso de la

sostenibilidad. De hecho, en nucstra invcstigación sobre el terreno hemos podido constatar

cómo, a instancias dc las linancicras, muchas ONGs adoptan formalmente el discurso de la

sostenibilidad aunquc, en el Ibndo, continúen operando dcntro de los parámetros más con-

vencionales dcl desarrollismo tccnocrático clásico.

^"[a cucstión dc la idcntidad campesina es otro aspecto que asumen los programas

de desarrollo rural al cnfrcntar la pobreza rural, especialmcnte al tratar con campesinos

indígenas. En estas comunidades los programas de formación ponen énfasis en el desarro-

Ilo de una conciencia social, una educación política y la identidad étnica del campesinado.

Aunque las ONGs dilicren en sus enfoques dentro de esta línea de trabajo, un rasgo común

de las ONGs es el despertar una voluntad por el cambio social dentro del campesinado"

(Altieri y Yurjevic 1991, 30).

" Modclo quc Ilegó a ser denominado por Andrés Yurjevic como de Desarrollo Rural

Humano y Agroecológico (DRHA) (Yurjcvic 1995, 241).
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propuestas que en Ecuador entroncan plenamente -y ahí es
donde queremos ir- con el sentir de los movimientos sociales
que, como las actuales organizaciones indígenas, tienen por
bandera la reivindicación del respeto hacia sus formas consue-
tudinarias de organización social y la defensa de un espacio y
unos recursos vitales para garantizar su supervivencia. Más allá
de la viabilidad de este tipo de aproximación desde la óptica
de la eficiencia -muy discutible- de las actuaciones concretas
y de su carácter ciertamente minoritario en el enorme elenco
de instituciones que operan en el medio rural, lo cierto es que,
en términos generales, el discurso sobre la sostenibilidad -y,
asociado a él, el de la indispensabilidad de la participación
popular como requisito sine qua non para alcanzarla- ha cuaja-
do muy hondo en las financieras del desarrollo (que son quie-
nes realmente marcan la agenda). Dicho discurso es además
compatible -incluso funcional- para con el del capital social,
verdadero telón de fondo cuyo fomento -según sus defensores-
viabilizará y hará sostenibles las iniciativas en desarrollo sobre
él construidas. Ni la sostenibilidad, ni el enfoque de género, ni
la descentralización, ni tampoco una orientación combinada
de esos tres factores puede generar desarrollo con mayúsculas
si no es, se dice últimamente, partiendo de una inversión seria
y decidida en capital social.

En un sugerente trabajo colectivo, Serageldin y Steer (1994)
defendieron hace unos años que el desarrollo sostenible debía
entenderse en términos de la acumulación y combinación de
cuatro tipos distintos pero complementarios de capital (el capi-
tal firoductivo, el capital humano, el capital natural y el ya mencio-
nado capital social)48. Argumentaban además que, por muchí-
simo tiempo, las concepciones dominantes en el Banco
Mundial identificaron desarrollo exclusivamente con creci-
miento económico, siendo en consecuencia la generación de
capital productivo el único indicador tomado en cuenta por los
planificadores. Más adelante -y la publicación del World
Deoelormeent Report de 1990 podría ser considerada eomo un hito
significativo en este sentido-, el capital humano (es decir, la

i8 L'I capital productivo alude a los medios fisicos y financieros de producción, el capi-

tal humano al conocimiento y a las habilidades dc los seres humanos, y el capital natural a

los recursos infraestructurales con que cuentan o pueden contar las comunidades.
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disponibilidad de individuos con formación y capacidad para
desempeñar tareas que requieren ineludiblemente de esa for-
mación) fue asimismo contemplado como un factor crítico y
fundamental en la lucha contra la pobreza. La presión de los
grupos ambientalistas y, en especial, la resaca de la Cumbre de
Río de 1992, incidieron en que se asumieran los impactos
medioambientales del crecimiento convencional, entrando así
el capital natural en las agendas de la institución. Finalmente,
los trabajos sobre la Italia meridional del politólogo norteame-
ricano Robert D. Putnam (1993) y su rápida difusión entre los
científicos sociales, sellarori el reconocimiento de la importan-
cia del capital social como agente potenciador del desarrollo^^.

Tal como lo planteó Putnam, el capital social podría ser
definido como la existencia de expectativas mutuas de coope-
ración entre los habitantes de una comunidad (o región) dada
sostenidas por redes institucionales -las asociaciones u organi-
zaciones- donde cristalizan esas expectativas en pautas de coo-
peración continuadas. Dicho con otras palabras: el capital
social debe de ser entendido como el conjunto de redes y nor-
mas de reciprocidad que garantizan la interacción y la coope-
ración social. La existencia de ese capital social facilita la cola-
boración y posibilita la consecución de mejoras sociales, per-

'^ A partir de una im^estigación de más de 20 años de duración sobre los desequilibrios

rcgionales en Italia, en 1993 apareció publicada la polémica obra de Putnam Making

llemocracy \Vork, donde este autor defendía la importancia de Io que él llamaba "pautas

de comportamiento cívico" [capital social] como elemento clave para entender la calidad y

el buen funcionamiento dc la democracia participativa, así como, incluso, el nivel de desa-

rrollo económico. t.as consecuencias de sus conclusiones condujeron rápidamente a que un

número substancial de instituciones -de entre las que destaca el 13anco Mundial- acogieran

cl libro como un punto de refercncia cse ncial cn la puesta en funcionamicnto de líneas de

actuación en los países subdesarrollados de América Iatina, África y Asia.
5o En palabras del propio Putnam, el término de capital social alude "a las formas de

organización social, como son la confianza, las reglas y las redes que pueden mejorar la cli-

cacia de una socicdad haciendo más fáciles las acciones coordinada ŝ ' (2000, 214). GI con-

cepto lo toma Yutnam de Jamcs S. Coleman (1988, 1990), autor que, en una de sus pri-

meras formulaciones, sc rcfiere a él aludiendo a aquellos elementos o características de la

estructura social que constituycn recursos críticos para la acción humana. EI capital social,

así, está constituido por una varicdad "of di(rerent entities with two elements in common:

thcy all consist of some aspect of social structures, and they all facilitate certain actions of

actors -whether persons or corporatc actors- within the structure" (Coleman 1988, 98). 1:1

capital social pucde existir en forma de una norma, un valor, una red de trabajo, o a tra-

vés de la relación cntre cstos elementos (I3ebbington y Perreau]t 1999, 398).
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mitiendo a los miembros individuales de la comunidad supe-
rar los dilemas centrífugos que siempre plantea la acción colec-
tiva (envidias, tentación de lucro personal, inhibición, descon-
fianza, etc.)50. La abundancia de capital social coadyuva, pues,
la existencia de instituciones de gobierno más eficientes en tér-
minos de responder a las demandas de los individuos, correla-
cionándose directamente la densidad de participación asociati-
va en una comunidad dada con la calidad de la vida política
y el grado de satisfacción de las necesidades sociales e indivi-
duales. Semejantes conclusiones condujeron a Putnam a creer
haber encontrado el camino de la receta ideal para combatir
la pobreza en el Tercer Mundo: la tendencia a"traicionar siem-
pre" a los vecinos -concluye Putnam- acaso represente el futu-
ro de aquellas áreas subdesarrolladas "donde el capital social
está limitado o es inexistente"; ya que, de hecho "incluso para
el progreso económico", la experiencia histórica del sur de
Italia muestra que "el capital social puede ser más importante
que el capital fisico o humano". Es más, "sin normas de reci-
procidad y redes de compromiso cívico, el resultado hobbesia-
no del Mezzogiorno -el familismo amoral, el clientelismo, la
ilegalidad, el gobierno ineficaz y el estancamiento económico-
tiene más posibilidades que la democratización fructífera y el
desarrollo económico" (2000, 238)51.

Poco después de estas formulaciones, la noción de capital
social ha sido objeto de discusión en el seno de los organismos
de desarrollo: no en vano, como venimos argumentando, con-
ceptos como los de sociedad civil, participación, descentraliza-
ción o sostenibilidad (directamente relacionados, por activa o
por pasiva, con el de capital social) forman parte, hoy por hoy,

51 Bs curioso cl hecho de que Putnam pretenda cxtrapolar un modelo intcrpretativo

general a partir únicamente del caso italiano, a imagen y semejanza -salvando las diferen-

cias de enfoque propias de las respectivas disciplinas, claro está- del criticado y despresti-

giado intento de L'dward Banfield (1958) dc claborar una tcoría del "ethos campesino" par-

tiendo de su invcstigación etnográfica en Montenegro, también en el sur de Italia. \4ás allá

dcl formalismo metodológico inherente a la pretensión de ambos, y a pesar de los 3^ años

transcurridos entrc la publicación de los respectivos trabajos, sorprende la facilidad con que

Yutnam -que asumc sin más las tesis de Banfield sobre el familismo amoral y el indi^^dua-

lismo dc los meridionales- continúa confundiendo las causas de la exclusión y la marbrina-

lización con los síntomas, en el más puro estilo del funcionalismo norteamericano clásico

implícito en la antropología aplicada ejemplificada en obraz como la de Banficld. lUna

buena crítica metodológica a Putnam, puede verse en Tarrow (2000).
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de su lenguaje habitual. Muestra de la trascendencia del deba-
te es el hecho de que, en un documento del propio Banco
Mundial datado en 1996 y no publicado, se advertía de qué
manera el capital social -como cualquier otro tipo de capital-
puede ser tanto insumo (in^iut) como rendimiento (output) de
los procesos de desarrollo, p ŝede tener efectos más o menos
positivos (e incluso negativos) en el largo plazo, puede constre-
ñir o facilitar la propia expansión del desarrollo y es además
dificil de transformar en poco tiempo (Bebbington y Perreault
1999, 398). Justamente por eso se aludía a la indispensabilidad
de planificar una agenda política orientada hacia la genera-
•ión, almacenamiento y ordenamiento de capital social:

"...the capital analogy underscores the notion that there
are stocks of social capital, which can be built or depleted
and whose availability (like other forms of capital) is une-
qually distributed, geographically and socially. To the
extent that this social capital enhances the effectiveness
(and the efficiency) of actor's ability to pursue their objec-
tives and create other forms of capital, then a policy cha-
llenge becomes how to enhance the access of certain actors
to these stocks, and how to foster mechanisms that foster
the self-reproduction of appropriate forms of social capital.
These challenges are analogically similar to those of, for
instance, creating educational systems that sustain socially
and economically appropriate forms of education (human
capital creation), or of creating financial systems that will
allow sustained provision of productive (as opposed to pre-
datory) forms of financial capital" (Ibídem, 398-399).

Vista toda la argumentación anterior, es evidente la funcio-
nalidad, la conveniencia para el Banco Mundial (y demás
representantes del establishment financiero neoliberal) y la facili-
dad de la aplicación del modelo a países como los andinos,
especialmente en un contexto como el actual, caracterizado por
la persistencia (y por la agudización, en el caso ecuatoriano) de
unos ajustes macroeconómicos de alto coste social'z. Téngase

'= Véanse las aportaciones fundamentales al tema de Bebbington (1992, 199^, 1999),
Bcbbington y Perreault (1999), Bebbington y Carroll (2000).
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en cuenta, en primer lugar, que se trata de un modelo pro-
fundamente neofuncionalista que, estableciendo las relaciones
de causalidad desde las estructuras organizativas, convierte las
cuestiones de clase y el acceso diferencial de los individuos y
las colectividades a los recursos estratégicos en variables abso-
lutamente negligibles en la explicación del subdesarrollo. La
solución posible a la exclusión, a la ineficiencia gubernamental
y a la pobreza en Ecuador, Perú o Bolivia pasan así, previsi-
blemente, por el fortalecimiento del capital social y las tradi-
ciones cívicas; elementos estos que permitirán, como hicieron
en la Italia del norte, que esos países reaccionen mejor a las
ventajas ofrecidas por el paraíso neoliberal del nuevo milenio.
Defender estas tesis en un escenario donde -y el Ecuador sería
un ejémplo extremo- la profundización de la crisis y la exten-
sión de la pobreza arrancan básicamente de la reconcentración
de la riqueza y del mantenimiento expeditos de los nuevos
mecanismos de acumulación en pocas manos, se nos antoja
como poco menos que un eufemismo. Los países andinos, ade-
más, tienen todos los números para convertirse en un labora-
torio idóneo donde replicar el modelo, habida cuenta la dila-
tada tradición organizativa del mundo indígena-campesino.
Una tradición -insistimos en ello- a menudo mixtificada y pre-.
suntamente organizada alrededor de principios tan altruísticos
como la reciprocidad generalizada y el bien común: zqué
mejor oportunidad para probar las bondades de apostar por el
capital social que la que brinda la alta densidad organizativa
de los indígenas del callejón interandino ecuatoriano? Esa es la
clave, a nuestro juicio, para entender la connivencia y la retro-
alimentación constatables en la actualidad entre las agencias de
desarrollo -privadas y públicas, por este orden- y la profusión
de organizaciones de segundo grado -cual emanaciones de la
solidaridad inmanente quichua- en los Andes del Ecuador.

DEMANDAS ÉTNICAS, COOPERACIÓN AL

DESARROLLO Y (NEO)INDIGENISMO ETNÓFAGO
EN LOS ANDES DEL ECUADOR: ALGUNAS
REFLEXIONES FINALES

^A dónde nos conduce todo esto? Partiendo -como parti-
mos- de una concepción constructivista de las identidades, y
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asumiendo el sentido estratégico que en determinadas coyun-
turas puede asumir la etnicidad, la reflexión desarrollada hasta
aquí permite identificar algunas de las variables principales
que han contribuido a consolidar, en el marco de los Andes
del Ecuador, la columna vertebral del que se ha erigido como
uno de los más singula es movimientos indígenas de las
Américas, señalar sus 'Iim• es y, al tiempo, contrastar las expe-
riencias divergentes de países tan próximos y a la vez tan dis-
tintos como Perú o Bolivia.

El primer elemento a tomar en consideración es, sin duda,
el de las características que adoptó en Ecuador el modelo desa-
rrollista. El Estado ecuatoriano, de entrada, nunca fue un
Estado fuerte (en todo caso, se fortaleció con la explotación
petrolera de los setenta, para pasar prácticamente a sér una
realidad virtual con la gran crisis financiera de finales de los
noventa): nunca ha tenido la capacidad de intervención del
Estado peruano (a pesar de los pesares, más intensa que la del
ecuatoriano), ni ha pasado por la experiencia de un movi-
miento populista fuerte, con capacidad efectiva de cooptación
social y con un proyecto civilizador y modernizante claro y rotun-
do, tal como fue durante muchos años el MNR boliviano. Ello
explica la nimiedad del impacto de las políticas indigenistas
"oficiales" (u oficiosas) en Ecuador, y el hecho destacable de
que las iniciativas en desarrollo comunitario que dejaron alguna
huella en el proceso organizativo indígena hayan sido aquellas
gestadas al margen del Estado (caso de Misión Andina hasta
mediada la década del sesenta y de la obra de la Iglesia pro-
gresista). Por otra parte, y en buena medida debido a las pecu-
liaridades ecológicas de los Andes septentrionales -más húme-
dos, menos altos y más fácilmente integrables en términos his-
tóricos a la economía capitalista que los Andes centrales53-, la

s' "Gn los Andes del Perú y de 13olivia, muy altos, fríos y sccos, las posibilidades de

dcsarrollo del capitalismo han sido y son muy limitadas, salvo los bolsones en los valles intc-

randinos para el cultivo de caña de azúcar y frutales, y en las planicies altas para la explo-

tación de la lana de auquélidos y ovejas. [.os Andes ecuatorianos son más bajos, húmedos

y disponen de más agua. Lsta diferencia geográfica contribuye a cxplicar por qué en el Yerú

y en 13olivia los burgueses no tuvieron in[erés de desarrollar cl capitalismo, y por qué en el

Ccuador sí; y, también por qué los terratenientes ecuatorianos sí lograron transformar las

relaciones serviles y entrar dentro del capitalismo también en la esli:ra productiva" (A4ontoya

19966, 25).
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reforma agraria ecuatoriana aceleró los procesos de diferen-
ciación social entre el campesinado quichua, intensificó los flu-
jos de migrantes estacionales a la costa (facilitando la cons-
trucción de una nueva frontera étnica panindígena) y sentó las
bases de la indianización de vastas áreas serranas. Una situa-
ción bien diferente a la de los países vecinos, donde si bien es
cierto que las respectivas reformas reforzaron la migración
(hacia Lima y la costa en Perú, hacia el Chapare y el oriente
en Bolivia), también es verdad que la consolidación de un cier-
to estrato de pequeños productores capitalizados no vino tanto
del reparto como de las posibilidades brindadas por el cultivo
de la hoja de coca en el pie de monte andino.

Sea como fuere, el caso es que a lo largo de los años ochen-
ta se afianzó en Ecuador un movimiento indianista sin paran-
gón en los Andes: en Perú, por paradójico que ello pueda
parecer -y a pesar de poseer los grandes centros simbólicos y
ceremoniales de la matriz cultural quechua (el Cuzco, el Valle
Sagrado del Urubamba, Macchu-Picchu, etc.r las organiza-
ciones indígenas más fuertes han emergido desde la Amazonía;
en el caso boliviano, todo y lo pionera que resultó la aparición
del katarismo aymara como movimiento político ya en la déca-
da de los setenta (Albó 1996), el fenómeno de etnogénesis
indianista más remarcable -y que lleva camino de convertirse
en uno de los referentes anti-neoliberales más interesantes del
continente- es el protagonizado por los cocaleros del Chapare,
colonos quechuas por más señas y adalides por decenios para
muchos de la cholificación y consiguiente desindianización del
mundo andinos'. Dada la situación de violencia extrema que
sacudió al Perú a lo largo de los años ochenta, así como la leja-
nía de sus selvas orientales con respecto a Lima y, en general,
a las grandes infraestructuras de comunicaciones costeñas; y
dada la excepcionalidad del Chapare boliviano -virtualmente
intervenido en términos militares desde 1986-; los Andes del
Ecuador se fueron perfilando como el laboratorio perfecto, el
más asequible y el más fácilmente abarcable desde el punto de

u Ver Viola (2000, 423 y 440). La trasnochada po6tica estadounidense anti-narcóticos,
así como la militarización del Chapare, son elementos clave a la hora de entender en tér-
minos estratégicos la mencionada etnogénesis y el consiguiente "recncantamiento" de la coca
a que aJude Andreu Viola en el capítulo final de su prolijo trabajo sobre 13oli^^a.
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vista de la opción de la cooperación internacional en favor del
fortalecimiento organizativo como estrategia de cambio social.
Una opción esta última que, partiendo en efecto de unos pre-
supuestos en sus orígenes vinculados con posicionamientos cer-
canos a la izquierda reformista, entroncan en los últimos años
con los presupuestos neofuncionalistas (y conservadores) de
quienes apuestan por la vía del capital social como medio para
alcanzar el esperado desarrollo sostenible, armónico y partici-
pativo de los pobres rurales.

Un somero análisis de las características que presenta hoy
la cooperación al desarrollo en la sierra ecuatoriana evidencia
cómo, más allá de cualquier otro tipo de consideración, la
indianidad es el elemento primordial que induce a los agentes
externos (identificados mayoritariamente con las ONGs) a
decidir concentrar sus intervenciones en unas áreas y no en
otras. Las regiones priorizadas, sobre las que se condensa el
grueso de sus actuaciones, son aquellas habitadas por contin-
gentes más numerosos de población indígenass. Del mismo
modo, además, en que la indianidad constituye un reclamo
para la afluencia a una zona determinada de agencias de desa-
rrollo, la presencia de éstas se ha ido convirtiendo en un aci-
cate para la constitución y el desarrollo de no pocas organiza-
ciones de segundo grado. No es que las ONGs operen en con-
textos caracterizados a priori por la existencia de un sólido
andamiaje organizativo a ese nivel, sino más bien lo contrario:
la densidad en algunas regiones en lo que a OSGs se refiere
es una consecuencia directa de la política implementada por
las instituciones de desarrollo (gubernamentales o no guberna-
mentales), y en ningún caso al revés. Este extremo, que acaso
le pudiera parecer extraño al lector neófito, tiene su lógica

ss ^n la versión final de Cooperación al desarrollo y demandas étnicas en los Andes
ecuatorianos olrecemos todo el aparato estadístico quc ha permitido obtencr este tipo de
resultados. iVos parece pertincnte adelantar, sin embargo, que cl cruce de los datos disponi-
bles sobre proyectos implementados por ONGs a nivcl cantonal (P'undación Alternativa 1999)
con los cálculos de L.eón Zamosc sobre magnitud demográfica de las zonas predominante-
mente indígenas (1995), sugiere fehacien[emen[e la existencia de esa relación directamen[c
proporcional cntre volúmenes de población india y prelcrencia por parte de las ONGS para
intervenir. La correlación es igualmente muy elevada entre la presencia dc ONGs y la dc
OSGs, no detectándose sin embargo ningún tipo dc rclación cntre la mayor o menor mag-
nitud de la pobreza (en términos relativos) y la prol'usión de agencias de desarrollo.
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desde el punto de vista de las propias ONGs: estas institucio-
nes, para poder incidir sobre el medio rural e implementar sus
proyectos en pos del éxito, necesitan tener como interlocutoras
a instancias lo suficientemente amplias y representativas (en
términos sociales locales) como para que el proyecto en cues-
tión tenga una mínima envergadura y, a la vez, lo suficiente-
mente limitadas en su jurisdicción territorial como para garan-
tizar la viabilidad de la iniciativa5^. De ahí que tanto las ONGs
más importantes que operan en el callejón interandino como,
en los últimos años, el mismísimo Banco Mundial, coincidan
en remarcar la posición estratégicamente privilegiada en que
se ubican las OSGs dentro del andamiaje del movimiento indí-
gena: son estructuras manejables -ni muy pequeñas (y por lo
tanto irrelevantes en términos del impacto de la intervención),
ni excesivamente grandes (circunstancia que aumenta el riesgo
de diluir los resultados}-, aparentemente bien coordinadas con
las organizaciones de base que las integran y que -a juzgar al
menos por la retórica de sus líderes- condensan en sí mismas
todas las virtudes emanadas del comunitari.smo andino con que
tantas veces han sido estereotipados los campesinos de la
región desde posiciones esencialistass'.

^ Prueba de lo dicho anteriormente es la propia trayectoria de instituciones tan pres-

tigiosas y tan compromctidas por décadas con el desarrollo rural como el P6PP y CGSA.

Una de las directrices que guiaron históricamcntc el devcnir de estas dos grandes ONGs

fue prccisamente el fortalecimiento institucional. Bn el caso del PGPP, su preferencia de cara

a trabajar con las OSGs "existentes o con posibilidad de constituirsé' (FLPP 1987, 33) y de

enfatizar la labor de inducción hacia la consolidación de ese tipo dc organizaciones como

sujeto de desarrollo y, por ende y según la lógica del Pondo, de cambio social, es evidente

al menos desde 1980. CGSA, nacida con un perfil acaso más "técnicó' que el F@PP, fue

orientándose poco a poco en la misma dirección, de tal modo que, también en los ochen-

ta y en paralelo al FGPP, "continuará fomen[ando las organizaciones populares (de segun-

do grado) e incorporará los elementos identitarios a la capacitación, justamente con el obje-

tivo de reforzar la organización campesina" (CGSA 1992, 60-61).

S' Sobre esto último, ver Viola (1993). Ia pcr^wencia de imágencs (olk como esa sobre

el mundo indígena-campesino está relacionada, en un país como Ccuador, con cl inmedia-
tismo en el que operan las ONGs y, en general, todas las agencias de desarrollo. Para éstas,
"era más importantc la `acción' en cualquier línea antes que disponer de una re(lexión sóli-
da sobre las tendencias económicas y sociales predominantes en el medio rural. Bastaba con
aplicar los métodos del `diagnóstico participativo', para disponer de los elementos científicos
para la acción. De esta forma, se evacuaron las posibilidades de investigar en importantes
áreas campcsinas donde se implementaban proyectos dcsarrollistas" (^9anínez 200Q t I).
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Estas peculiaridades han inducido a la conformación de
una visión bastante optimista sobre el rol que las OSGs -como
capital social que son- pueden desempeñar en el combate con-
tra la pobreza extrema, defendiendo así la conveniencia de su
fortalecimiento por parte de las agencias de desarrollo para
facilitar una mejor inserción de los campesinos en el mercado.
Esto se considera factible porque, sociológicamente, las fede-
raciones constituirían sistemas formales con capacidad para
combinar los lazos intra-grupales con redes de trabajo foráne-
as (ONGs y financieras multilaterales, por ejemplo), generan-
do lo que algunos califican como un "ciclo dinámico positivo"
(Woolcock 1998). Estas organizaciones, pues, y en la medida
en que se les presupone actuando como caja de resonancia de
las necesidades y expectativas reales de las bases, serían las más
eficientes desde el punto de vista de la intelocución con los
agentes externos. De ahí su indispensabilidad para mantener
procesos de desarrollo social y económicamente sostenibles en
el medio andino: todo y no siendo condición suficiente -se
arguye desde esta perspectiva- son las instancias que mejor
facilitan el acceso de los pobres rurales a los otros recursos.

Conviene tener presente, en otro orden de cosas, que la for-
taleza adquirida por el movimiento indígena ecuatoriano -y la
pertinencia de muchas de sus demandas, sentidas como pro-
pias por franjas importantes de la población mestiza de las
áreas rurales y de la periferia urbana- desembocó en una
demostración de fuerza también sin equivalente en América:
los sucesivos levantamientos que entre 1990 y 1994 hicieron
temblar los (hasta entonces monolíticos) cimientos del Estado-
Nación. Ese hecho, fundamental desde la óptica de las poten-
cialidades de las demandas étnicas, da cuenta del interés mos-
trado por las financieras multilaterales en el capital socia158 y
en la financiación de proyectos directa o indirectamente rela-
cionados con el mundo organizativo indígena, recogiendo así

^ 6sc es el caso del Proyccto dc Desarrollo de los Pueblos Indígenas y Negros del

P,cuador (1'RODGPING), una iniciativa ideada desde el 13anco il4undial que, con una dura-
ción en principio pensada para cuatro aBos (199II-2002), sc ha convertido sin duda cn la
actuación más ambiciosa y mejor dotada presupuestariamente en materia de desarrollo rural
cn I;cuador. Sc trata de un programa quc toma, como su propio nombre indica, a la etni-
cidad como parteaguas delimitador de su alcance y sus posibles beneficiarios.
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en buena parte la experiencia de las muchas ONGs que lle-
vaban años en esa línea de actuación. Sólo así se explica que,
a finales de los noventa, las áreas de mayor concentración de
proyectos de desarrollo rural no fueran necesariamente aque-
Ilas caracterizadas por una mayor extensión y profundidad de
la pobreza y la indigencia, sino aquellas caracterizadas por la
presencia de importantes porcentajes de población quichua.

Cabría cuestionar, no obstante, si pueden realmente los
stocks en capital social, a través de las OSGs, poner en mar-
cha procesos de empoderamiento lo suficientemente consisten-
tes como para garantizar, aún en el largo plazo, la consecu-
ción de unos niveles de ingresos capaces de aliviar sustancial-
mente la pobreza rural. Más allá del reconocimiento de los
espacios ganados en términos de participación, representativi-
dad y control de los poderes locales (rubros, dicho sea de paso,
importantísimos en sí mismos), esa nos parece que debiera de
ser la pregunta a la luz de la cual habría que evaluar los resul-
tados alcanzados. Por desgracia, la correlación -asimismo evi-
dente-entre densidad organizativa y persistencia de la pobreza
e indigencia en las áreas más indígenas de los Andes eviden-
cia -y la provincia de Chimborazo sería un buen ejemplo- una
realidad muy alejada aún de la visión edulcorada y esperan-
zada que traslucen los apóstoles del capital social. De hecho,
la caída en los índices de desarrollo -se midan como se midan-
en las zonas paradójicamente más visitadas por las ONGs59
debieran invitar por sí solas al diálogo y a la autocrítica cons-
tructiva. Más en escenarios donde los esfuerzos se han super-
puesto a los de las agencias estatales que, todavía bajo la égida
del desarrollismo reformista, hicieron lo propio por integrar a
los indígenas y campesinos a la vida nacional a través de la
realización de programas que pecaron en ocasiones de faraó-
nicos, despropbrcionados y alejados de las expectativas reales
de la gente. Es verdad que esos modelos de intervención no
supusieron ningún tipo de panacea desde el punto de vista del
tan cacareado desarrollo integral. Pero tampoco es verdad que
la substitución de los poderes públicos por la actual constela-

5" Véartse laz estimaciones cantonales y pro^^nciales de ODGPL.At\ (1999) y PNUD

(1999) y crúcese con los datos sobre ONGs recopilados en Fundación Alternativa ( 1999).
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ción de entidades particulares que forman las ONGs -depen-
dientes en buena parte de los países donantes y condenadas a
competir entre sí por garantizar dicha dependencia- se haya
traducido en avances significativos en lo que a la calidad de
vida de la población rural se refiere60.

Por otra parte, y desde la lógica indígena, la "densidad
organizativa" de algunas regiones debe entenderse también en
términos de la maximización de los espacios y los recursos que
ofrece un contexto externo a las propias comunidades, que las
comunidades y la población rural en general no controlan,
pero que para poder acceder a sus hipotéticos beneficios plan-
tea el requisito indispensable de la existencia previa o la cons-
titución de una red de organizaciones de base (de una OSG,
en definitiva). Dicho de otro modo: el acceso a los recursos
externos por parte de los pobladores rurales depende, en los
escenarios predominantemente indígenas, de la relación con
las ONGs y demás agencias; relación que depende, a su vez,
de la existencia de OSGs. De ahí que se pueda establecer una
relación directa de causa y efecto entre la presencia de ONGs
y financieras y la mayor o menor densidad organizativa.
Semejante juego de relaciones entre instituciones donantes y
organizaciones beneficiarias conlleva, obviamente, toda una
serie de riesgos y peligros derivados de lo que, parafraseando
a Héctor Díaz-Polanco (1997) podemos denominar como una
suerte de (neo)indigenismo etnófago^': esa práctica generalizada
en diversos países de la región, ante la emergencia de los nue-
vos movimientos indígenas, que consiste en hacer concesiones
-habitualmente a regañadientes- en el plano jurídico-normati-

60 "rómesc cl dato como dcben de serlo los casos concretos, pero entre las comunida-

des de altura del cantón Guamote -modclo donde los haya cn la literatura al uso sobrc

capital social y sostcnibilidad y escenario recurrente para las decenas de OI^'Gs que traba-

jan simultáneamente allí-, cerca de un 30% de los niños recién nacidos morían en 1999

antes de haber cwnplido un año dc edad (Stwnpf 1999): para cste viaje macabro, ^hacían

falta tantas alfombras participativas, descentralizadoras y sostcnibles como las quc puso al

alcance dc las organizacioncs indígenas de ese cantón chimboracense cl mundo solidario

de la cooperación al desarrollo?.

61 Díaz-Yolanco habla litcralmente de indigenismo etnófago. Cn la medida cn que el

término "indigenismo" está demasiado relacionado en América Latina con su utilización
para calificar cl paqucte de políticas dirigidas a las poblacioncs indígcnas durantc la ctapa
desarrollista, prefcrimos hablar de (neo)indigenismo etnófago para aludir a la situación cre-
ada en el contexto dc los modelos neoliberales de actuación.
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vo (tales como la firma del celebérrimo Convenio 169 de la
OIT o, en su versión más extrema, el reconocimiento consti-
tucional de la esencia pluricultural del Estado), a la vez que,
en paralelo, se "adoptan modelos socioeconómicos que minan
la identidad étnica de los pueblos indios" (1997, 18)G2. En el
caso de la historia de la relación entre el movimiento indíge-
na ecuatoriano y los agentes externos, pensamos que hay ele-
mentos lo suficientemente sólidos como para hablar abierta-
mente en términos de etnofagia: ^cómo calificar si no la siste-
mática cooptación de dirigentes, el alejamiento progresivo de
éstos de los discursos y de las necesidades de las bases, la frag-
mentación, dislocación y debilitamiento real del movimiento y
-acaso lo más preocupante- su posible domesticación final, en
cuanto una parte importante de su andamiaje organizativo
depende financiera y funcionalmente de un modelo de inter-
vención tan acomodaticio para con el neoliberalismo?G3

Hay que advertir, sin embargo, que la articulación de un
modelo etnófago de relaciones no significa que el movimiento

^Z Buena muestra dc la estrategia ctnófaga es la política implementada en México bajo

el salinismo: micntras por un lado se reformaba el artículo 4 de la Consti[ución y se reco-

nocía el carácter pluricultural dc la nación mexicana, por el otro se modificaba el artículo

27 y sc; procedía al asalto final sobrc los ejidos. De igual manera, la sanción quc la

Constitución del I^.cuador de 199II hace de los derechós colectivos es otro ejemplo de la

etnofagia caractcrística de los (debilitados) estados latinoamericanos del fin deI milenio: ^qué

más da transigir en aswnir sobre el papcl la naturaleza heterogénea del país si, cn última

instancia, los mecanismos básicos de acumulación están salvos y expeditos de la mano de

las reformas estructuralcs impulsadas por ese mismo Estado que, además, se reconoce como

democrático, participativo y tolerante?.

^ Esta última aseveración tiene sentido atendicndo a que, de 1996 cn adelante, por

ejemplo, una dirigentc destacada del movimiento indígena ha Ilegado a la vicepresidcncia

del Congreso Nacional y a que otro intelectual indígena prominen[e ha ocupado con rango

dc ministro cl CODI;i\'PG (Consejo de Desarrollo de las 1^'aciones y Pueblos del Ecuador).

Bso sin mcncionar cl papel subrayado del PRODEPINE, directamente auspiciado por el

Banco \lundial. De ahí que más de un analista haya Ilegado a insinuar que, de una pos-

tura de oposición frontal al sistema (como muchas O\Gs), el mo^^miento ha terminado

siendo fagocitado por el propio sistema (también como las OiVGs), buscando en la actuali-

dad nada más que garantizarse un cspacio en su seno. Con ello no queremos cuestionar la

legitimidad dc la cstrategia política de la CONAIE y de las demás organizaciones indíge-

nas del país. Lo quc cstamos poniendo de manifiesto es la eficiencia que, desde el punto de

vista del Estado -y quizás no tanto del Estado como del modelo económico imperante-

reviste la consolidación, por una parte, de un sector importante de la intelectualidad indí-

gena en los cstamentos privilegiados de la alta política convencional, y la dcpendencia pura

y dura, por la otra, de los segmentos intermcdios del andamiaje organi^ativo indígena con

respecto a las agcncias de coopereción y desarrollo.
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indígena esté necesaria e irremisiblemente condenado a perder
fuerza y capacidad de convocatoria: a la vista están los paros
del verano de 1999, la caída del presidente Mahuad en enero
de 2000 0 las recientes movilizaciones de enero y febrero de
2001 en contra del paquete económico draconiano impuesto
por el Gobierno nacional para estabilizar una economía diez-
mada por la crisis de los últimos años. Una cosa es el entra-
mado clientelar que -queriéndolo o sin querer- las agencias de
desarrollo y el propio Estado articulan alrededor de los secto-
res subalternos que -como los indios- han conseguido organi-
zarse y hacer oír su voz propia; otra cosa es el efecto que esa
situación genera entre un liderazgo indígena que ve en ello
una oportunidad de ascenso social, orientando su discurso
hacia una retórica etnicista que presenta ya en bastantes oca-
siones ribetes excluyentes en relación a las demandas de otros
subsectores también castigados y hastiados por la crisis; y otra
muy diferente es que, como bien apuntaba Montúfar en un
artículo de opinión, las razones de la movilización indígena
van, a pesar de todo, "mucho más allá de sus demandas explí-
citas", expresando un malestar y una tensión étnica, económi-
ca y cultural que "sólo en parte tiene que ver con la deman-
da de derogatoria de las medidas económicas" y cuyo origen
se halla en el racismo y la exclusión "sobre los que por siglos
se ha construido el Ecuador^"'. De ahí les viene la fuerza y
-quizás- sus potencialidades.
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